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JUICIO DE NULIDAD.

EXPEDIENTE: TJAJ4"SERAJJ RAEM.

066t2021.

ACTORA: 

AUTORIDAD RESPONSABLE:
CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA
DE LA FISCALÍA GENERAL DEL

ESTADO MORELOS.

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL

GARCíA QUINTANAR.

Cuernavaca, Morelos; a 05 de octubre de dos milveintidÓs.

SENTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nulidad

identificado con el número de expediente TJA/4aSERA/JRAEM'

066t2021, promovido por   ,

EN CONITA dCI CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LA

FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS.

GLOSARIO

Acto impugnado "La sentencia Definitiva de fecha

25 de iunio de dos mil veintiuno,

dictada en el Procedimiento
sancianatorio numero

0, Por el

Consejo de Hanor Y Justicia de la

Fiscatía General del Estada de

Morelos que resolviÓ imPonerme

la sanciÓn consisfenfe en

DESTITIJCION DE SU EMPLEO,

ãARGO O COMTSION (...)." (sic)

TRIBUNA! DE JUSTICIAADMINIS'IRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS
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constitucion Loca! constitución política del Estado
Libre y Soberano de Morelos.

Ley de la materia Ley de Justicia Adminístrativa del
Estado de Morelos.

Actora o demandante   

Autoridad
demandada

Consejo de Honor y Justicia de la
Fiscalía General del Estado.

Tribunal u organo Tribunar de Justicia Administrativajurisdiccional del Estado de Morelos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. pr¡r escrito recibido er veintisiete de agosto de
dos mil veintiuno,    por supropio derecho compareció ante este Tribunal a demandar la
nulidad de la:

"la sentencia Definitiva de fecha 25 de junio de
dos mil vei,ntíuno, dictada en el procedirniento
sancionatoria número V por el
consejo de Èbnory Justicia de Ia Fiscaría Generar
del Estado cte Morelos que resolvio imponerme la
sanción cor¡sistente en DESTTTUCTON DE Sll
EMPLEO, CARGO O COMISIOU t )." (Sic)

señalando como autoridad demandada ar consejo de
Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos
para lo cual, rerató ros hechos, expresó las razones por ras que
se impugna el acto o resolución, y ofreció ros medios de prueba
que fueron agregad's ar expediente que hoy se resuerve,

SEGUNDo. una vez subsanada ra prevención, en acuerdo
de fecha diecinueve de octubre de dos mir veintiunol, seadmitió a trámite ra ,cemanda de nuridad, ordenándose con ras
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cop¡as del escrito inicial de demanda y sus anexos, realizar el

emplazamiento y correr traslado a la autoridad demandada, para

que dentro del plazo de diez días formulara la contestaciÓn de

demanda, con el apercibimiento de ley.

TERCERO. En acuerdo de fecha catorce de diciembre
de dos mil veintiuno2, se tuvo por presentada la contestación

de demanda por parte de la autoridad demandada y por exhibida

la copia certificada del expediente administrativo

; en consecuencia, se ordenó dar vista al

demandante, para que en el plazo de tres días manifestara lo que

a su derecho correspondiera, apercibido que de no hacerlo se

tendría por perdido su derecho para tal fin.

Por cuanto al expediente administrativo, y/o personal de la

parte demandante, y toda vez que, la autoridad demandada no

exhibió tales documentales, se requiriÓ a las autoridades

demandadas para el efecto de que en un plazo de tres días

exhibiera ante esta Sala el expediente administrativo, yla

personal de la Parte demandante.

Asimismo, se hizo saber al demandante que contaba con

el plazo de quince días para ampliar la demanda.

cuARTO. Mediante auto de fecha diez de febrero de dos

mil veintidós, se tuvo por presentado al delegado de la autoridad

demandada exhibiendo el expediente administrativo, ylo

personal de la parte demandantê, por lo que, consecuentemente

se ordenó darle vista al actor para que manifestara lo que a su

derecho conviniera dentro del plazo de tres días'

QUINTO. En acuerdos de fecha veintisiete de enero y

veintiocho de febrero de dos mil veintidós3, se tuvo por

presentado al actor, desahogando las vistas correspondientes a

la contestación de la demanda y documentales anexas a la

misma, así como, al expediente administrativo, y/o personal del

demandante.

2 Fojas 84-'/66.
3 Fojas 183-184y 947.
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sEXTo. El ocho de marzo de dos mil veintidósa, se ordenó
la apertura de la dilación probatoria por el término común de
cinco días hábiles.

sÉPTrMo. Iln acuerdo del cinco de abril de dos mil
veintidóss, la sal¿r Especializada de instrucción proveyó las
pruebas ofrecidas por los contendientes, así como las recabadas
para mejor proveer.

ocrAvo. Er tres de mayo de dos mir veintidós., se decraró
abierta la audiencia, haciéndose constar la incomparecencia de
las partes , y, ar no existir cuestiones incidentares pendientes por
resolver, se procedió ar desahogo de las pruebas ofrecidas,
pasándose a la etapa de alegatos en la que se hizo constar que
los contendientes los formularon por escrito.

Al concruir, por encontrarse debidamente integrado er
expediente, se decraró cerrada ra instrucción, y ros autos en
estado de dictar sentencia.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

l. coMpETENcrA. Este Tribunar es competente para
conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que se
promueve en contra de resoluciones emitidas por Agentes del
Ministerio Público vilsitadores y del consejo de Honor y Justicia
de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Morelos.

Lo anterior con fundamento en ros artícuros 116 fracción V
de la constitución política de los Estados unidos Mexicanos, 10g
bis de la Constitución Local, 1, Z, 7, g5, g6 y gg de la Ley de
Justicia Administratir¡a del Estado de Morelos; 1 , 3 fracción lX, 4
fracción lll, 16, 1g inciso B) fracción rt, inciso r) y ra disposición
transitoria segunda de la Ley orgánica del Tribunal de Justicia
Administrativa der Ëstado de Moreros, ambos ordenamientos
I'egales publicados er día diecinueve de jurio der dos mÍr diecisiete,en el Periódico oficiar "Tierra y Libertad,, numero 5s14; 43
fracción 11,47 fracciór.r ll y 1g6 de la Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos.

4 Fo¡a 949.
5 Fojas 955-951
ó Fojas 964-965
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ll. EXISTENCIA DEL ACTO. Por razon de método en el

Juicio de Nulidad, en primer lugar se debe analizar y resolver

respecto a la existencia o inexistencia del acto impugnado, pues

de no existir el acto que se impugna, por razones de lÓgica,

resultaría ocioso ocuparse de cualquier causa de improcedencia;

u ocuparse del estudio de fondo de la controversia planteada, es

decir, que para el estudio de las causales de improcedencia, o

de fondo, en primer lugar se debe de tener la certeza de que son

ciertos los actos impugnados.

En este tenor, la existencia del acto impugnado en el

escrito inicial de la demanda, quedÓ acreditada con la

documental consistente en la copia certificada del expediente

administrativo número   relativo al

PROCE DI M I ENTO DE RES PONSAB I LI DAD ADM I N ISTRATIVA

instruido por la DIRECCIÓÌt OE CONTROL DE LA FISCALíA

ESPECIAL DE VISITADURÍA GENERAL Y DE ASUNTOS

INTERNOS DE LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE

MORELOS en contra del aquí actor,  

, mismo que obra agregado al expediente principal;

documental pública de valor probatorio pleno, en términos de lo

establecido en los artículos 490 y 491 del CÓdigo Procesal Civil

para el Estado Libre y Soberano de Morelos, de aplicación

complementaria a la ley de la materia.

III. FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EL PUNTO

CONTROVERTIDO.

En términos de lo previsto por el artículo 86 fracciÓn I de la

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, se procede

a fijar de manera clara y precisa el punto controvertido.

La controversia en el presente juicio se centra en

determinar si el acto impugnado:

"La sentencia Definitiva de fecha 25 de iunio de dos

mit veintiuno, dictada en el procedimiento

sancionatorio número , por el

Conseio de Honor y Justicia de la Fiscalía General del

Estado de Morelos que resolvió imponerme la sanciÓn

consrsfenfe en DESTITIJCION Oe SIJ EMPLEO,

CARGO O CoMtStO¡t ( ..)'' (Sic)

TRIBUNAL DE JUSTICIAADMINISTRATIVA

DELESTADO DE MORELOS
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Resulta ilegerr o no, alaruzde ras razones de impugnación
hechas valer por la demandante.

lv. cAUSAr..Es DE lMpRocEDENGrA. por tratarse de
una cuestión de orden público y estudio preferente, en términos
de lo establecido en er úrtimo párrafo der artícuro 37 de ra rey de
la materia, esta potestad procede a realizar el estudio de las
causales de improcedencia, para verificar si en ra presente
controversia se actualiza alguna de las previstas en el precepto
mencionado.

Del escrito de contestación de demanda se advíerte que
las autoridades demandadas, hicieron varer ras causas de
improcedencia previstas en las fracciones ll, 1il, vlll, x y XlV, del
artículo 37, de la Ley de la materia, que dictan:

"A¡rícuro 37 Er juicio ante er rribunar de Justicia
Administrativa es improcedente en contra de:

. ' ' ,' Act'os de autoridades gue no formen parte de ra
Administración púbtica der Fsfado ; de ios
Municipios o de sus organismos descentralizados;
excepto en aquellos casos de apticación de la ley de
responserbiridades de ros servidores púbricos y de ra
regisracicin en materia de contraiación de obrapública; adquisiciones, enajenaciones y
arrendamientos.
,r. Actos que na afecten er interés jurídico o legítimo
del demandante;
Vlll. Actos consumados de un modo írreparable;x. Actos consentidos tátcitamente, eniino¡enoosepor tales, aquellos en contra de los cuales no sepromueva er juicio dentra det término que ar efecta
señala esta Ley;
XlV. Cuando de /as constancias de autos sedesprende claramente que el aeto reclamado es
inexistente."

Por cuanto a ra fracción il, ra misma no se actuariza, eilo,
toda vez que, de conformidad con er artícuro 196 de ra rey def
sistema de seguridad púbrica der Estado de Moreros, er mismo
confiere la competencia a este Tribunar, por cuanto a conocer delos conflictos derivados de ras prestaciones de servicios derpersonal administrativo; de los emanados de los procedimientos
administrativos iniciados en contra del personal operativo o de
los elementos de las instituciones policiales definidos en esta ley
en el ámbíto estatal cl municipal.

6
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Por cuanto a la fracción lll, del citado numeral, se advierte

que la misma no se actualiza, toda vez que, si en el caso, el acto

que se impugna es la destituciÓn del de su empleo, cargo o

comisión, éste afecta la esfera jurídica del demandante

 , por consiguiente, se

acredita su interés juridico para impugnarlo en esta sede

jurisdiccional, porque entre el actor y la autoridad demandada

existió una relación administrativa conocida como "acto

condiCión", efl rAzon de la cual, loS miembros de los cuerpos de

seguridad pública realizan las funciones que les son

encomendadas a cambio de una contraprestación Y, en caso de

incumplir los requisitos de permanencia o incurrir en

responsabilidad, pueden Ser removidos de su encargo, como lo

establece el artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo

párrafo, de la ConstituciÓn Política de los Estados Unidos

Mexicanos.

Ahora bien, por cuanto a la fracción xvlll, la misma no

es de actualizarse, derivado de que la consumación de la
remoción no torna el acto de imposible reparación, toda vez
que el añículo 123 apartado B), fracción xlll de la

Óonstitueión Política de los Estados Unidos Mexicanos,

establece la indemnización como medio de reparación.

Con relación a la fracciÓn X, la parte actora presentÓ la

demanda ante este Tribunal dentro de los treinta días, ello en

términos de lo estipulado por el artículo 201,fracción lll de la Ley

del Sistema de Seguridad Púbtica del Estado de Morel, razÓn por

la cual, la misma causal de improcedencia no es de actualizarse'

Por último, por cuanto a la causal de improcedencia

marcada con el numeral XlV, no es de actualizarse, ello toda vez

que, dentro del capítulo de RAZONES Y FUNDAMENTOS, en su

apartado ll EXISTENCIA DEL ACTO, ha quedado señalado la

existencia del mismo.

Ahora bien, de los escritos de contestación de demanda se

advierte la interposiciÓn de las siguientes defensas y

excepciones:

SINE ACTIONE AGIS O FALTA DE ACCION Y

]R]BUNAL DE JUSTICIAADMINIS'IRATIVA

DELESTADO DE MORELOS
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a

a

DERECHO.

OSCURIDAD Y
DEMANDA.

DEFECTO LEGAL DE LA

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y EN
EL PROCESO.

IMPROCEDENCIA.

En relación a ras defensas y excepciones, las hipótesis
que en ese sentido se hicieron valer por las autoridades
demandadas, ya han sido resueltas con la causal de
improcedencia invocada por la autoridad demandada en la
fracción ll y lll, der ¿rrtícuro 37 de ra Ley de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos.

En las relatadas condiciones, este colegiado no advierte
que se actualice caL¡sa de improcedencia ni excepción o defensa,
que impida la contirluación de la resolución del presente asunto.

V. RAZONES DE IMPUGNACIÓN. Las razones de
impugnaciÓn esgrinrídas por la parte demandante se encuentran
visibles en la foja ocho a dieciséis del sumario en cuestión,
mismas que se tienen aquí como íntegramente reproducidas en
obvio de repeticiones innecesarias, pues el hecho de omitir su
transcripción en el presente fallo, no significa que éste Tribunal
en Pleno, esté imposibilitado para el estudio de las mismas,
cuestión que no implica violación a precepto alguno de la ley de
la materia, esencialmente, cuando el principio ãe exhaustividad
se colma con el estudio de cada una de las razones de
impugnación esgrimidas por el actor.

Al efecto es apricabre er criterio jurisprudenciar con er
rub.ro siguiente:

':coNcEpTOS DE VtOtecrc¡t o AaRAVIOS.
PARA CUMPLIR CON ¿OS PRINCIPIOS DE
coNGRUENaTA y EXHAtJsrtvtDAD ei- ¿¡õ
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESAR'Á SU
rRÁlvscR/PCtON.to

l0Nouun, 
Época, Núm, de Registro: 16461g, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente:

::i:?zt"riä:';ï¿,i:]iff,"racrón v 'u 
c'c"t",'rá'o XXXr, H,rJyo a" zõio,'¡,¡"i.¡år;ió;;,,', i;i,,

8
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De /os preceptos integrantes del capítulo X "De las

senfenclas", del títuto primero "Reglas generales",

del libro primero "Del amparo en general", de la Ley
de Amparo, no se advierte como obligación para el
juzgador que transcriba los concepfos de violación
-o, 

en su caso, los agravios, para cumplir con /os

principios de congruencÍa y exhaustividad en /as

senfencias, pues tates princþíos se satisfacen

cuando precisa /os puntos su;'efos a debate,

derivados de la demanda de amparo o del escrito de

expresión de agravíos, /os estudia y /es da

respuesfa, la cual debe esfar vinculada y
corresponder a los planteamienfos de legalidad o

constitucionatidad efectivamente planteados en el
pliego correspondiente, srn introducir aspecfos
drsfinfos a los que confarman la litis. Sin embargo, no

exrsfe prohibiciÓn para hacer tal transcripción,
quedando al prudente arbitrio deliuzgador realizarla

o no, atendietndo a las caracterísficas especla/es del

caso, sin demérita de que para satrsfacer /os

princîpios de exhaustividad y congruencia se-estudlen /os planteamientos de legalidad o

inconstitucionatidad que efectivamenfe se hayan

hecho valer."

U. ANÁLISIS DE LAS RAZONES DE IMPUGNACION.

En los motivos de anulación expuestos en el escrito inicial

de la demanda por el actor   ,

se aprecia que argumentó esencialmente:

-PRIMERA RAZON DE IMPUGNACIÓN.- LA

Sentencia Definitiva de fecha 25 de Junio de 2021'

emitidaporelConsejodeHonoryEstadodeJusticia
de ta Fiscalía Generat del Morelos, irroga derechos

fundamentales.debidoprocesoenmiplenoperiuicio
mrs de audiencia en Ia verfiente de legalidad'

establecidosenloslmperativosl4PárrafoSegundo
y 16 de Nuesfra Carta Magna en concatenación con

tos At7ícutos det 90 al 95,97, 100 y 101 de la Ley

GerleraldeResponsabilidadesAdministrativas:lo
anterior es asl porque dicho dlsposlfrvos /egales

establecendemaneraplenaycategÓricacualesson
las funciones, atribuciones y competencia, cuando

menos,detresautoridadesconfuncionesdistintas
dentrodetprocedimientodisciplinario,esdecir,la
existencia de autoridades investigadoras'

autoridades substanciadoras y autoridades

resolutaras, pues de /as constancias se puede

apreciar que et acuerdo de admisión de lnforme de

presunta responsabilidad administrativa, aparece

que todas las actuaciones, fueron realizadas por Ia

fRIBUNAL DE JUSTICIAADMINIS1RÆ1VA

DEL ESTADO DE MORELOS
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y¡s.ma autaridad, es decir, por Agentes del Ministerio
Publico visitador Adscritas a ra visitaduría General
de la Fi,scalía General del Estado de Morelos, por lo
que evidentemente se encuentra viciado Ae origen etprocedimÌento incoado en contra de la impetra-nte.

Asimismo se logra apreciar que las autoridadesresponsaó/es definidas coma autoridades
investigadoras e substanciadoras, at emitir el
acuerda' de informe de presunta responsabilidad
administrativa y el acuerda de admisió'n, al calificar
la conducta, se extratimitan en sus funci,iones, pues
no-ltay que apartar de ta vista que los Numerates
1:)2,,103, 104, 10g,. 110, 112 y 114 de ta Ley
Orgánica de la Fiscalía Generat, estabtece en formacategórioa /as facultades, atribuciones icompetencia de la Visitaduría Generat y Asuntos
lnternos, quedando exceptuada de dichas facuttadeso atribuciones, ta calificacion de /as conductas

lo que la conducta no
es facultad de la Visitaduría General y de Asuntos
lnternos, autoridad responsable en el presente juicio
canstitucttonal

De igual forma, la autoridad responsable no obstante
de ser la misma que califÌco I'a supuesta conducta
irregular atribuida a la suscrita que¡osa, tambien ltevoa cabo el informe de presunia responsabitidad
administriztiva, et Agente del MinisterÌo ptjblico
Visitador, adscrito a lã Direccion deÀsunfos lnternas
de la Visitaduría Generaly la Dirección de Controt dela misma unidad administrativa, por lo que esin.dipcutible que el procedimiento' se encuentra,:?!g de._oriOey, pues con independencia que dichar.tscatta tspeciarizada de visitaduría Generar, notiene ples ni cabeza, es decir, no se encuentran
establecidas /as óase s, atribuciones, facultades ocompetencia de /os Agentes det Ministerio ptibrico
adscritas a esa tJnidad administrativa, pru, 

"ãaprecia como autoridades a ia Directora de Control
!:J?,1:tirp Especiatizada de Visitaduría Generii,ramoren ¿tctuaciones de la Directora de Asuntoslnternas de ta Fiscaría espeaainiãa-ae visitadu,a
General, ,sin quedar determinado ãuabs son /asrunctones de una y otra A Directora y cuátes son /as

10
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funciones del Fiscal Especializado, conocido como el
Visitador General, lo anterior en atenciÓn a lo

establecido en /os Ordinales de la Ley General de

Responsab ilidades administrativas, disposifivos
legates que e solo reconocen o definen a las
autoridades investigadoras, substanciadoras o en su
caso reso/utoras, de ahíque se patentiza fragrante
viotación a las reglas del procedimiento."

De la transcripciÓn realizada con anterioridad, se advierte

que el demandante argumenta la incompetencia de la autoridad

demandada para emitir el acto impugnado.

Le asiste îazón a la demandante.

Para la exposiciÓn de esta conclusiÓn se cons¡dera

importante relatar los precedentes del acto impugnado, que

obran en la copia certificada del expediente administrativo

número   relat¡vo al PROCEDIMIENTO DE

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA instruido por la

DIRECCIóN DE CONTROL DE LA FTSCALíA ESPECIAL DE

VtStTADUnín CTruERAL Y DE ASUNTOS INTERNOS DE LA

FISCAL|AGENERAL DEL ESTADO DE MORELOS EN CONTTA dEI

aquí actor,   :

1. En acuerdo de fecha trece de agosto de dos mil

veintell , dictado por el Agente del Ministerio Público adscrito a la

Fiscalía Especializada de la Visitaduría General y Asuntos

lnternos de la Fiscalía General del Estado de Morelos, se ordenó

dar inició a la investigación administrativa en contra de la servidor

público    Agente de la

Policía de lnvestigación criminal de la Fiscalía General del

Estado, por hechos derivados de la denuncia interpuesta por

posibles hechos constitutivos de responsabilidad administrativa.

2. Ênacuerdo dictado el dieciocho de diciembre de dos mil

veinte12, el Agente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía

Especializada de Visitaduría General y Asuntos lnternos de la

Fiscalía General del Estado de Morelos, determinó que la

Fiscalía Especializada de la Visitaduría General y de Asuntos

u Fojas lZO-123. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa

t2 Ëojas 2gO-303. Copia certificada del expediente de responsabiiidad administrativa

   . Cuerda separada.
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lnternos, es competente para conocer der asunto, toda vez que
el Agente del Ministerio priblico  

, dentro der procedimiento administrativo número
 0, se le atribuye la falta administrativa

consistente en: 1. EL uso |NDEBIDO DE ARMA DE CARGO y
PORTAR EL ARMA PARA UN FIN DISTINTO A LA SEGURIDAD
DE LA DIPUTADA    ,)
2. UTILIZAR LA UNIDAD OFICIAL DE LA MARCA UVW, TIPO
AMAROK, COLOR BLANCO, PLACAS 4, PARA FINES
DISTINTOS AL DESEMPEÑO DE SUS FUNCIONES; 3. AL NO
ABSTEN ERSE DE REALIZAR CONDUCTAS QU E
DESACREDITAN IT LA INSTITUCIÓN Y SU PERSONA FUERA
DEL SERVICIO

3. Por oficio número   de fecha
dieciocho de diciernbre de dos mil veinte13, la Directora de
control de la Fiscatía Especializada de la Visitaduría y Asuntos
lnternos de la Fiscalía General del Estado, remitió la constancia
de la investigación al Agente del Ministerio público adscrito a la
Dirección de contror de ra Fiscalía de visitaduría y Asuntos
lnternos, para que se lleve a cabo el procedimiento señalado enlos artículos 100, 101, 102 y 2eg de ra Ley Generar de
Responsabil idades Admi n istrativas.

4. Por oficio de fecha dieciséis de diciembre de dos mir
veintela, el Agente del Ministerio público Visitador adscrito a la
Fiscalía Especiarizada de Visitaduría Generar yAsuntos rnternos
de la Fiscalía Generar der Estado de Moreros, emitió INFORMEDE PRESUNTA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA,
imputando al Agente del Ministerio público 

 ; 1. EL USo INDEBIDO DE ARMA DE
CARGO Y PORTAR EL ARMA PARA UN FIN DISÏINTO A LASEGURIDAD DE LA DIPUTADA  

  2. UTILIZAR LA UNIDAD OFICIAL DE
LA MARCA UVW, TIPO AMAROK, COLOR BLANCO, PLACAS

, PARA FINES DISTINTOS AL DESEMPEÑO DE SUSFUNCIONES; 3. I\L No ABSTENERSE DE REALIZAR
CONDUCTAS QUE DESACREDITAN A LA INSTITUCIÓN Y SUPERSONA FUERA DEL SERVICIO

13 ibidem. Foja 621.
Ìa Ibidem. Fojas 593-620

t2



AruI TJA T J A/ 4" S E RN J RA E M.O 6 6/ 20 2 1

5. En acuerdo del dieciocho de diciembre de dos mil

veinte1s, el Agente del Ministerio Público en su carácter de

autoridad substanciadora adscrito a la Visitaduría General y de

Asuntos lnternos, admitiÓ el informe de presunta

responsabilidad, ordenando el inicio del procedimiento

disciplinario en contra de   , a

quien ordenó emplazar, asimismo, señalÓ día y hora para la

celebración de la audiencia inicial.

6. Con fecha veintinueve de abril de dos mil veintiunolo,

se llevó a cabo la audiencia inicial dentro del expediente

  misma en la cual el presunto responsable

  , realizÓ la contestación al

procedimiento de responsabilidad administrativa de manera

verbal; al concluir la audiencia inicial, se declarÓ cerrada la

instrucción.

7. Ên acuerdo del veintiocho de agosto, se proveyeron las

pruebas ofrecidas por el presunto responsable 

 , así como, las ofrecidas por la

autoridad lnvestigadora dentro del procedimiento administrativo

nú mero    '

L Etquince de junio de dos milveintett, se declaró abierto

el periodo de alegatos por un término de cinco días'

9. Con fecha veinticinco de junio de dos mil veintiurìo18,

se declaró cerrada la instrucción y se turnÓ el expediente para

resolución.

10. El veinticinco de junio de dos mil veintiuhole, la Agente

del Ministerio Público Visitador, emitiÓ la propuesta de sanciÓn'

11. Lasentencia definitiva se emitiÓ el veinticinc6 de junio

de dos mil veintiuho 20, por el Consejo de Honor y Justicia de la

Fiscalía General del Estado de Morelos, fincando

15 Fojas 622-626. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa

V
16 Ibidem. Fojas 676-679.
t'7 Foja lOS. Copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa

V
18 Ibídem. Foja 709.
re Ibídem. Fojas 711-718.
20 Ibídem. Fojas 7 19-726.
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responsabilidad admi,nistrativa
A, imponiéndole una

DESTITUCIÓN DEL CARGO.

a  
sanción consistente en la

Lo relatado pone en evidencia que er procedimiento de
responsabilidad adrministrativa en principío, inicíó con base en las
normas de la Ley General de ResponsabilidadesAdministrativas,
sin embargo, en su instrumentación se deformó para terminar
ajustándose a la rLey del sistema de seguridad pública del
Estado de Morelos, lo cual se considera violatorio del derecho
esencial de debido proceso y seguridad jurídica de ra
demandante, por las siguientes razones:

La Ley Generar de Responsabiridades Administrativas, en
cuanto al procedimiento establece:

Articulo 3. para efectos de esta Ley se entenderá por:()

ll. Au,toridad investigadora: La autoridad en lasSecretarías, los órgãnos internos de control, la
Auditoría superior de ra Federación y ras ãntidades
de fiscarización superior de ras entioaóei ieãerativas,
así comc¡ ras unidades de responsabiridaãás de ras
Empresas productivas del Estado, un.ãrgrda de la
investigaaión de Faltas administratiu.r; 

-'"-'

il. Autoridad substanciadora:.La autoridad en ras
secretarÍas, ros órganos inteinos oe ðãntrot, ra
Auditoría superior y sus homórogas en tas-entidadesfederativas, así como las unidades de
responsabiridades de ras Empresas productivas der
Estado que, en el ámbito de su .orpbt*À.¡ä, O¡r¡g"ny conducen el procedimiento de respons.b¡lidrO",
administrativas desde ra admisión det rnrãrme o"presunta responsabiridad administrativa y hasta ra
concrusión de ra audiencia iniciar. ta función de ra
Autoridad substanciadora, en ningún r"iô pãor¿ .",
ejercida por una Autoridad investilado¿; 

- -

rv. Autonidad resorutora: Tratándose de Fartas
administrativas no graves ro será Ia *¡o"o deresponsaf:iridades administrativas o er servidor
púbrico asignado en ros órganos internos de contror.
Para las Faltas administratiias graves, 

"ri 
.o*o p"r,las Faltas de particulares, io será el Tribunal

competente;

()
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XV. Falta administrativa no grave: Las faltas
administrativas de los Servidores Públicos en los

términos de la presente Ley, cuya sanción
corresponde a las Secretarías y a los Organos
internos de control;

XVl. Falta administrativa grave: Las faltas
administrativas de los Servidores Públicos

catalogadas como graves en los términos de la

presente Ley, cuya sanción corresponde al Tribunal
Federal de Justicia Administrativa y sus homólogos
en las entidades federativas;
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XXV|l. Tribunal: La Sección competente en materia

de responsabilidades administrativas, de la Sala

Superior del Tribunal Federal de Justicia

Administrativa o las salas especializadas que, en su

caso, se establezcan en dicha materia, así como sus

homólogos en las entidades federativas.

Artículo 208. En los asuntos relacionados con Faltas

administrativas no graves, se deberá proceder en los

términos siguientes:

l. La Autoridad investigadora deberá presentar ante

la Autoridad substanciadora el lnforme de Presunta

Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los

tres días siguientes se pronunciará sobre su

admisión, pudiendo prevenir a la Autoridad

investigadora para que subsane las omisiones que

adviertã, o que aclare los hechos narrados en el

informe;

ll. En el caso de que la Autoridad substanciadora

admita el lnforme de Presunta Responsabilidad

Administrativa, ordenará el emplazamiento del

presunto responsable, debiendo citarlo para que

comparezca personalmente a la celebraciÓn de la
audiencia inicial, señalando con precisión eldía, lugar

y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como

Ía autoridad ante la que se llevará a cabo' Del mismo

modo, le hará saber el derecho que tiene de no

declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable;

de defenderse personalmente o ser asistido por un

defensor perito en la materia y que, de no contar con

un defensor, le será nombrado un defensor de oficio;

lll. Entre la fecha del emplazamiento y la de la
audiencia inicial deberá mediar un plazo no menor de

diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento

de la audiencia sólo podrá otorgarse por causas de

caso fortuito o de fueza mayor debidamente
justificadas, o en aquellos casos en que se nornbre;

15



lV. Previo a la celebración de la audiencia inicial, la
Autoridad substanciadora deberá citar a las demás
partes c¡ue deban concurrir al procedimiento, cuando
menos oon setenta y dos horas de anticipación;

v. El día y hora señarado para ra audiencia iniciar erpresunto responsable rendirá su declaración por
escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas
que estime necesarias para su defensa. En caso de
tratarse de pruebas dócumentãfes, OeOerá exhibir
todas las que tenga en su poder, o las que no
estándolo, conste que las solicitó mediante el acusede recibo correspondiente. Tratándose de
documentos que obren en poder de terceros y que nopudo conseguirlos por obrar en archivo, pr¡uãOor,
deberá señalar el archivo donde se encuentren o la
persona que los tenga a su cuidado para que, en su
caso, le sean requeridos en los términos previstos en
esta Ley;

Vl. Los terceros llamados al procedimiento de
responsabilidad administrativa, a más tardar durante
la audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o
verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer
las 

..pruebas que estimen conducentes, debiendo
exhibir las documentales que obren en su poder, olas que no estándolo, conste que las solicitaron
medianter el acuse de recibo correspondiente.
Tratándose de documentos que obren en poder de
terceros y que no pudieron conseguirlos poi onrar en
archivos privados, deberán señarãr er archivo dondese encuentren o la persona que los tenga a su
cuidado para que, en su caso, le sean requeiidos;

Yll Una vez que las partes hayan manifestado
durante ia audiencia inicial lo quâ a su derecho
convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, laAutoridad substanciadora déclarará cerrada' laaudiencia inicial, después de ello las partes nopodrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean
supervenientes;

Vlll. Dentro de los quince días hábiles siguientes alcierre de la audiencia ínicial, la -Autoridai
substanciadora deberá emitir elacuerdo de admisión
de pruebas que corresponda, donde deberá ordenarlas diligencias necesarias para su 

-preparación 
y

desahogo;

lX. Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidaspor .las partes, y si no ex¡siieran diligenciaspendientes para mejor proveer o más prueùas que
desahogan, la Autoridad substanciadora declarará
abierto el periodo de alegatos por un término de cincodías hábiles comunes pàra las partes;

16
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X. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, la

Autoridad resolutora del asunto, de oficio, declarará
cerrada la instrucción y citará a las partes para oír la
resolución que corresponda, la cual deberá dictarse
en un plazo no mayor a treinta días hábiles, el cual
podrá ampliarse por una sola vez por otros treinta
días hábiles más, cuando la complejidad del asunto
así lo requiera, debiendo expresar los motivos para

ello;
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Xl. La resolución, deberá notificarse personalmente

al presunto responsable. En su caso, se notificará a
los denunciantes únicamente para su conocimiento,
y al jefe inmediato o al titular de la dependencia o

entidad, para los efectos de su ejecución, en un plazo

no rnayor de diez días hábiles.

Del procedimiento de responsabilidad administrativa
cuya resolución corresponda a los Tribunales
Artículo 209. En los asuntos relacionados con Faltas

administrativas graves o Faltas de particulares, se

deberá proceder de conformidad con el

procedimiento previsto en este artículo. Las

Autoridades substanciadoras deberán observar lo

dispuesto en las fracciones I a Vll del artículo anterior,

luego de lo cual procederán conforme a lo dispuesto

en las siguientes fracciones:

l. A más tardar dentro de los tres dias hábiles

siguientes de haber concluido la audiencia inicial, la

Autoridad substanciadora deberá, bajo su

responsabilidad, enviar al Tribunal competente los

autos originales del expediente, así como notificar a

las parte! de la fecha de su envío, indicando el

domicilio del Tribunal encargado de la resoluciÓn del

asunto;

ll. Cuando el Tribunal reciba el expediente, bajo su

más estricta responsabilidad, deberá verificar que la

falta descrita en el lnforme de Presunta

Responsabilidad Administrativa sea de las

conóideradas como graves' En caso de no serlo,

fundando y motivando debidamente su resolución,

enviará ei expediente respectivo a la Autoridad

substanciadora que corresponda para que continúe

el procedimiento en términos de lo dispuesto en el

articulo anterior.

De igualforma, de advertir elTribunal que los hechos

desðritos por la Autoridad investigadora en el lnforme

de Presunta Responsabilidad Administrativa
corresponden a la descripción de una falta grave

diversa, le ordenará a ésta realice la reclasificación
que corresponda, pudiendo señalar las directrices
que considere pertinentes pan su debida

presentación, para lo cual le concederá un plazo de

ires días hábiles. En caso de que la Autoridad

17



investigadora se niegue a hacer la reclasificación,
bajo su más estricta responsabiridad así ro hará saber
al ïribunal fundando y motivando su proceder. Eneste oaso, el Tribunal continuará con el
procedimiento de responsabilidad administrativa.

Una ve:: que el Tribunal haya decidido que el asunto
corresponde a su competencia y, en su caso, se haya
sorventado ra recrasificacióñ, deberá notificãr
personarmente a ras partes sobre ra recepción der
expediente.

Cuando conste en autos que las partes han quedado
notificadas, dictará dentro de ros quince días hábires
siguientes er acuerdo de admisioh ce pruebas que
corresponda, donde deberá ordenar las diligencias
necesarias para su preparación y desahogo;

*. concruido er desahogo de ras pruebas ofrecidaspor 
,.las. pa,rtes, y si no exisiieran diligenciasp":91*l:r Þ,la., mejgr proveer o más prueùas que

desahogar, er rribunar decrarará abierto åi periodo oe
aregatos por un término de cinco días hábires
comune$ para las partes;

lV. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, el
Tribu.nar, de oficio, decrarará cerrada iã instruccion ycitará a las partes para oír la resolución quå
corresponda, la cual deberá dictarse en un plazo no
mayor a treinta días hábires, er cuar podrá ampriarse
por una sora vez por otros treinta días hábireå más,
cuando, la complejidad del asunto así lo requiera
debiendo expresar los motivos para ello, y

V. La res,crución, deberá notificarse personarmente arpresunto responsable. En su caso, se notificará a los
denunciantes únicamente para su'conocimiento, y aljefe inmediato o ar titurar de ra dependencia o entidad,para los efectos de su ejecución, en un plazo no
mayor de diez días hábiles.

En el primero de ros dispositivos transcritos, se estabrecen
algunas definiciones de conceptos que son usados
reiteradamente en la legislación; concretamente, dispone que
autoridad investigadora es er órgano de ras secretarí"r, io,Órganos internos rje contror, ra Auditoría superior de ra
Federación y ras entidades de fiscarización superior de rasentidades federativas, así como ras unidades deresponsabilidades de las Empresas productivas del Estado,
encargada de la investigación de Faltas administrativas; lasubstanciadora se refiere a tas secretarías, órganos internos decontrol, la Auditoría superior y sus homóloga, d" t". entidades
federativas, que dirigen y conducen 

"i procedimiento de

18
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responsabilidades administrativas desde la admisión del informe

de presunta responsabilidad y hasta la conclusiÓn de la audiencia

inicial.

Además, prevé que la autoridad resolutora, tratándose

de faltas administrativas no graves, lo será la unidad de

responsabilidades administrativas o el servidor público asignado

en los Órganos lnterno de Control, mientras que, para las faltas

administrativas graves, será autoridad resolutora el Tribunal.

En cuanto a la distinciÓn entre el tipo de faltas

administrativas atendiendo a su gravedad o no, el legislador

dispuso un catálogo de conductas que serán consideradas

graves y que, por tanto, cuya sanción corresponde al Tribunal

Federal de Justicia Administrativa y sus homÓlogos de las

entidades federativas.

Finalmente, se prevé que por Tribunal habrá de

entenderse la sección competente de la Sala Superior del

Tribunal Federal de Justicia Administrativa o su sala

especializada en materia de responsabilidades administrativas,

asi como sus homólogas en las entidades federativas.

Ahora, los ar1ículos 208 y 209 de la legislación en consulta

establecen las actuaciones inherentes al procedimiento de

responsabilidades administrativas, los que, atendiendo a si la

conducta reproghada eS grave o l'ìo, serán llevados a cabo

completamente ante el Órgano lnterno de control, o bien, parte

ante este último y parte por el Tribunal, en su calidad de resolutor.

En términos generales, el procedimiento Se desarrolla de la

siguiente manera:

La Autoridad investigadora debe presentar ante la

Autoridad substanciadora el lnforme de Presunta

Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de

los tres días siguientes se pronunciará sobre su

admisión (fracción I);

Admitido el informe por Ia autoridad sustanciadora,

ordenará el emplazamiento del presunto

responsable, debiendo citarlo para que comparezca

personalmente a la celebraciÓn de la audiencia
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inicial y le hará saber ros derechos que te asisten,
debiendo mediar un prazo no menor a diez días ni
mayor a quince entre el emplazamiento y la fecha de
la audiencia; además, que deberá citar a ros terceros
con la oportunidad debida (fracciones ll, lll y lV)

El día y hora señarado para ra audiencia iniciar er
presunto responsable rendirá su declaración por
escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas
que estime necesarias para su defensa; asimismo,
que los terceros llamados al procedimiento de
responsabilidad administrativa, a más tardar durante
la audiencia iniciar, podrán manifestar por escrito o
verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer
las pruebas que estimen conducentes (fracciones V
v vl).

Una vez desahogada la audiencia inicial, la
Autoridad substanciadora declarará su cierre,
precluyendo a partir de ese momento la posibilidad
de que las partes ofrezcan pruebas, salvo por las
supervenientes (fracción Vl l).

Dentro de los quince dÍas hábires siguientes ar cierre
de la audiencia iniciar, ra autoridad substanciadora
deberá emitir er acuerdo de admisión de pruebas

o

o

que corres¡londa, donde deberá
diligencias necesarias para su
desahogo (fracción Vlll).

ordenar las
preparación y

o Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por
las parles, y si no existieran diligencias pendientes
para mejor proveer o más pruebas que desahogar,
la Autoridad substanciadora decrarará abierto er
periodo de alegatos por un término de cinco días
hábiles comunes para las partes; en el entendido deque una vez concluido tal período, se declarará
cerrada ra instrucción y citará a ras partes para er
dictado de la resolución que corresponda, la cual
deberá notificarse personalmente al interesado, a los
denunciantes y arjefe inmediato der servidor púbrico,
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en un plazo no mayor a diez días hábiles (fracciones

lX, X y Xl),

Tratándose de procedimientos disciplinarios quq

involucren conductas no graves, la totalidad de actuaciones

descritas previamente serán llevadas a cabo ante el Órgano

lnterno de Control que corresponda; en cambio, tratándose de

asuntOS que Se relaciOnen con conductas graves, el

procedimiento que indica el artículo 209 de la ley en consulta será

el siguiente:

Las autoridades substanciadoras deberán realizar

los actos descritos en las fracciones I a Vll del

artículo 208 de la ley general, es decir, desde la

admisión del informe de presunta responsabilidad

administrativa hasta el cierre de la audiencia inicial

(segundo párrafo).

Una vez concluida esta última diligencia, la autoridad

substanciadora deberá remitir al Tribunal los autos

originales del expediente y notificar a las partes la

fecha de su envío, indicándoles el domicilio del

tribunal encargado de su resoluciÓn (fracción l)'

Recibido el expediente por el Tribunal, deberá

verificar que la falta descrita en el informe sea

efectivamente grave, pues, de no serlo, enviará el

expediente a la sustanciadora para que continúe el

procedimiento que corresponde a conductas no

graves; asimismo, dispone la mecánica a seguir para

la reclasificaciÓn de la conducta en otra tipificada

también como grave (primera parte de la fracción ll)

Una vez que el Tribunal determine que el asunto es

de su competencia, por estar efectivamente frente a

una conducta grave, deberá notificar a las partes

sobre la recepción del expediente, y dictará dentro

de los quince días siguientes acuerdo en el que

provea sobre la admisión de pruebas y, en su caso,

ordenará las diligencias para su preparación y

desahogo (última parte de la fracciÓn ll).
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concluÍdo el desahogo de ros medios de convicción
y no habiendo más diligencias que realizar, otorgará
plazo de alegatos a las partes y, posteriormente,
declarará cerrada ra instrucción, teniendo a partir de
ese momento treinta días, prorrogables por otro
período igual, para emitir la resolución que
corresponda, la cual deberá notificarse a las partes
(fracciones lll, lV y V).

Por otro lado, en cuanto al procedimiento de
responsabilidad adnninistrativa regulado por la Ley der sistema
de seguridad púbrir:a der Estado de Moreros, se estabrece:

Artícuro 162.- En ra procuraduría, existirá una unidad
administrativa que fungirá como órgano de contror
interno, investigación, vigilancia, supenrisión y
evaruación técnica-jurídica, denominada Visitaduría' General, la cual, previa la investigación de los
hechos denunciados, y en su caso, el desahogo del
procedirniento administrativo correspondiente,
someterá al Consejo de Honor y Justícia que para tal
efecto se constituya, la propuesta de sanción
derivada del procedimiento previsto en su propia Ley
Orgánica en concordancia con lo dispuesto en la

O

presente Ley

Artículo 170.- En todo asunto que conozca la
Visitaduría General se seguirá el procedimiento
establecicjo por la Ley Orgánica de la procuraduría
General cle Justicia y su reglamento.

Artículo '171.- En los asuntos que conozcan las
Unidades de Asuntos lnternos, se abrirá un
expediente con las constancias que existan sobre el
particular bajo el siguiente procedimiento:

l. Al momento de tener conocimiento de la queja o
denuncia, contará con quince días hábiles para
integrar la investigación correspondiente,
allegándo,se de la información que sea necesaria, así
como de las pruebas ofrecidas por el quejoso; y, en
caso de contar con pruebas suficientes, determinará
el inicio del procedimiento administrativo, cuando la
conducta atribuida encuadre o se encuentre prevista
en el aÉículo 159;
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ll. Concluido el término previsto en la fracción que

antecede, se citará al elemento policial sujeto a

procedimiento; para hacerle saber la naturaleza y

causa del mismo, a fin de que conozca los hechos

que se le imputan, entregándole copias certificadas

del expediente formado para tal efecto, dejando

constancia de ello;

lll. Notificada que sea el elemento, se le concederán

diez días hábiles para que formule la contestación y

ofrezca las pruebas que a su derecho convengan;

concluido el término se procederá a abrir un período

para el desahogo de las pruebas, por el término de

cinco días hábiles.

Dentro de dicho término, las partes deberán ofrecer

las pruebas que a su derecho correspondan,

relacionándolas con los hechos controvertidos,

lV. Transcurrido el término probatorio, dentro de los

tres días siguientes se dictará auto para que tenga

verificativo la audiencia de pruebas y alegatos,

debiendo contener lugar, día y hora para el

desahogo de las mismas, con el apercibimiento de

ambas partes, que en caso de no comparecer sin

causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,

teniéndose por precluido cualquier derecho que

pudiera ejercitar en la misma. El plazo para el

desahogo de esta audiencia no deberá exceder de

quince días hábiles;

V. En la audiencia a que se refiere la fracción

anterior, se desahogarán las pruebas ofrecidas y las

partes deberán formular los alegatos que a su

derecho convengan de manera verbal o por escrito;

Vl. Se elaborará la propuesta de sanción que se

pondrá a consideración del Consejo de Honor y

Justicia dentro de los cinco días hábiles siguientes al

cierre de la instrucción, a efecto de que éste emita la

resolución respectiva, que no deberá exceder del

término de los diez días hábiles siguientes; y

Vll. A falta de disposición expresa y en cuanto no se

oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará

a lo dispuesto supletoriamente por la Ley de Justicia

Administrativa en el Estado.
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Estos dispositivos determinan que, en la procuraduría,
actualmente Fiscalía General del Estado de Morelos, la
visitaduría General es el órgano instructor del procedimiento de
responsabilidad administrativa, quíen someterá al consejo de
Honor y Justicia que para tal efecto se constituya, la propuesta
de sanción derivada del procedimiento previsto en su propia Ley
orgánica, empero, en concordancia con ro dispuesto en ra Ley
del sistema de seguridad pública del Estado de Morelos.

Así, todo procedimiento de responsabilidad administrativa
se abrirá un expedi,ente con las constancias que exÍstan sobre el
particular bajo el siguiente procedimiento:

La autoridad instructora contará con quince días
hábiles para integrar la investigación contados a
partir de la queja o denuncia.

concluido el plazo de ra investigación, se dictará
auto de inicio de procedimiento, en el que se citará
al sujeto a procedÍmiento, para hacerle saber la
naturaleza y causa del mismo, a fin de que conozca
los hechos que se le lmputan, entregándote copias
certificadas del expediente formado para tal efecto,
dejando constancia de ello, concediéndole el ptazo
de diez días hábiles para que formule la
contestación y ofrezca las pruebas que a su
derechlo convengan.

a

Concluido el plazo de contestación del
procedimiento, se procederá a abrir un período
para el desahogo de las pruebas. Una vez agotado
se verillicará la audiencia de pruebas y alegatos, en
la que se desahogarán las pruebas ofrecidas y las
partes deberán formular los alegatos que a su
derecho convengan de manera verbal o por escríto.

Dentro de los cinco días hábires después der cierre
de la instrucción, ra autoridad instructora eraborarála propuesta de sanción gue se pondrá a
consideración del Consejo de Honor y Justicia, a
efecto cle que éste emita la resolución respectiva.
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Finalmente, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del

Estado de Morelos, establece:

Artículo 102. En la Fiscalía General existirá una

Unidad Administrativa encargada de la investigación,
vigilancia, supervisión y evaluación técnico jurídica,

denominada Visitaduría General y de Asuntos
lnternos; la cual, previa la investigación de los

hechos denunciados y, en su caso, el desahogo del
procedimiento administrativo correspondiente,
someterá al Consejo de Honor que para tal efecto se

constituya, la propuesta de sanciÓn derivada del
procedimiento previsto en la Ley General de

Responsabilidades Administrativas, en concordancia
con lo dispuesto en la Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.

Artículo 1 10. En los asuntos que conozca la
Visitaduría General y de Asuntos lnternos, se abrirá

un expediente con las constancias que existan sobre
el particular, bajo el procedimiento aplicable en

términos de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas. Contra la apertura del expediente y

el desahogo del procedimiento no procederá

suspensión alguna.

Artículo 111. Los procedimientos que deba conocer
la Visitaduría Generaly de Asuntos lnternos deberán

resolverse en un plazo no mayor de ciento ochenta
días hábiles, contados a partir de la presentación de

la queja. Al vencimiento de este término se deberá

contar con la resolución del Consejo de Honor,

debidamente fundada y motivada, debiendo

devolverla en su caso para su ejecución a la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos' De cada

actuación se levantará constancia por escrito, que se

integrará de forma secuencial y numerada al

expediente del procedimiento respectivo'

Preceptos de los que se obtiene que Ia Visitaduría

General y de Asuntos lnternos, eS la autoridad instructora de los

procedimientos de responsabilidad administrativa que someterá

al Consejo de Honor, la propuesta de sanción al Consejo de

Honor y Justicia, quien emitirá la sentencia correspondiente.

Empero, también se aprecia que los dispositivos 102 y

110 pre insertos, establecen que el procedimiento se llevará a

cabo en términos de la Ley General de Responsabilidades

Administrativas.
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En este caso, este Tribunar considera procedente acoger
las consideraciones contenidas en la jurisprudencia pc. LA. J1154
A (10a.) emitida por er preno en Materia Administrativa der primer
circuito, de rubro: "REspo N9ABILIDAÐES
ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS DiE LA POTICíA
FEDERAL. A QU'E,VES INTEGRAN EL SERVICIO
PROFES IONAL DE CARRERA POLICIAT TES ES APLICABLE
TANTO LA LEY FEDERAL DE RESPOTVSA BILIDADES
ADMINISTRATIVAS DE TOS SERVIDORES PÚAUCOS,
VIGENTE HASTA EL 18 DE JULIO ÐE 2017, COMO EL
nÉotrveu Drcctp¿ruApo especirtco REG¿LADI EN LA
LEY DE LA POTICíA FEDERAI YSU REGLAMENTO."2I TOftA
vez que en un asunto simÍlar del ámbito federal, se determinó que
la Ley Federal de Responsabilidades de los servidores públicos
y la Ley de la poricía Federar, no se contraponen sino que
coexisten, pL.¡es dichos elementos de seguridad pública no solo
son sujetos del régimen disciplinario especial proveniente del
apartado B del a fracción Xlll, del artículo 123, constitucional,
sino que también son sujetos al régimen establecido por la Leyde Responsabilidades cuyo origen es er artícuro 10g,
constitucional, sin embargo, para eilo se deben seguir ros
procedimientos por órganos diferentes y sancionándoseles de
diversa manera.

Hipótesis que aquí se actuariza, habida cuenta que ta Leydel sistema de seguridad púbrica y ra Ley Generat de
Responsabilidades, coexisten, por tanto, los erementos de
seguridad pública pueden ser sujetos de sanciones previstas en
ambas legislaciones, sin embargo, er procedimiento se debe
instrumentar de acuerdo con la Legisración de que se trate;
consecuentemente, si la falta que se persÍgu,e se contiene en la
Ley General de Responsabilidades Administrativas, conforme a
ella se debe ajustar el procedimiento, esto es, deberá intervenir
Ia autoridad investigadora, ra sustanciadora y en su caso, ra
resolutora; si ra falta se persigue por dísposición de la Ley del
sistema de seguridad púbrica der Estado de Moreros, erprocedimiento deberá ser instrumentado por el órgano de

2l Registro digitar: 202069g. rnstancia: prenos de circuito. Décima Época.Materias(s): Administrativa. Tesis: pc.r.À. Jl1s4 A (i0a.). Fuente: Gaceta delsemanario Judiciarde ra Federacion. r-¡oro 70, septiemùr;;åz'org, lo*o il, página14'1 6. Tipo: Jurisprudencia.
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asuntos internos, en el caso de la Fiscalía, la Visitaduría, y será

resuelto por el Consejo de Honor y Justicia

Por ende, en el presente caso, en el que las autoridades

demandadas instrumentaron un procedimiento conforme a la Ley

General de Responsabilidades Administrativas, el Consejo de

Honor y Justicia, en primer lugar el resulta evidente que este

último no resultó ser el Agente de Ministerio Público adscrito a la

Visitaduría, carece de competencia para para emitir informes de

Presunta Responsabilidad e instruir el procedimiento conforme a

la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por ello,

compete a la autoridad investigadora y resolutora

respectivamente así mismo, en un procedimiento basado en la

Ley General de Responsabilidades Administrativas, por lo que el

Consejo de Honor y Justicia, no resultó ser competente para

resolver, pues si la falta se determinÓ no grave, debiÓ ser resuelto

por la autoridad substanciadora y si la falta se determinó grave,

la competencia se fija a favor de este Tribunal.

Tampoco es inadvertido a este Tribunal Pleno, que en el

caso de la Visitaduría de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, En efecto, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del

Estado de Morelos, dispone en su artículo 102.

"Artículo 102. En Ia Fiscalía General existirá una

lJnidad Administrativa encargada de Ia investigaciÓn,

vigilancia, supervisiÓn y evaluaciÓn técnico iurídica,
denominada Visitaduría General y de Asunfos

lnternos; la cual, previa la ínvestígación de /os
hechos denunciados y, en su caso, el desahogo
del nrocedìmiento administrativo

al de
de

sanción derivada del procedimiento Previsto en

la Ley General de Responsabílidades
Adminiétrativas, en concordancia con Io

díspuesfo en Ia Ley del Slsfema de Seguridad
P(tblica del Estado de Morelos'"

Asimismo, los artículos 141, 144, 149, 150, 155, 156 y

157, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General

del Estado de Morelos, establecen:
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.ARTíCIJLO 141. La Visitaduría General en términos

de la Ley Orgánica esfá encargada de la

investigación, vigilancia, supervisiÓn y evaluacion

técnicõ jurídica; la cual, previa investigaciÓn de los
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hechos denunciados y, en su caso, el desahogo det
procedlimiento administrativo corresponiiente,
sometevá al Consejo de Honor Ia propuesfa de
7qc]9n correspondiente en términos de ta Ley
del Sistema de Seguridad púbtica det Estado ie
Morelo.s y demás nòrmativa aplicable.

ARTíCULO 144. La Visitaduría General tendrá tres
Direcciones para el efectivo despacho de /os
asunfos de su competencia, de açuerdo a Io que
estable;tca para tares efectos et titutar de ta misma.
La Dirección respectiva, a juicio det Titular de ta
Visitaduría General, está facúttada para llevar a cabo
operaciones encubiertas en sus lnvesfþ aciones,
atribucion que ejercerá de conformidad- con las
disposiciones previstas en la normativa apticabte.

ARTíCULO 149. Adem.ág de tas previstas en Ia Ley
lrggnica, la persona titutar de la Visitaduría Genera'|,
t e n d rá I a s s i g u i e nt e s at ri b u c i o n es específibas:
l. Recibir, a través de! personat bajo su adscripción,
las quejas y denuncias que s, ,eaiire, en contra de
todo el personal de la Fiscalía General, así como
brindar en todo momento un trato digno y respetuoso
a la ciu<ladanía; ll. Realizar, por ii a a través del
p?r:gn?l a su cargo, supervisiones en las diferentes
Unidades Administrativas, a fin de mantener el
grde.n,.la disciplina, el respeto y la debida atención a
la ciudadanía, debiendo emitii las recomendaciones
que deriven de la visita de supervision;
lll. Verificar, a través del personal a su carga, que alas víctitnas, a sus familiares, así cotño'ã lo"
imputadcts se ies haya brindado /a ases oría jurídica
neceEaria, en términos de /as disposiciones jurídicai
aplicables;
lV. Elaborar un programa de v¡sifas de superuisión y
someterla a la aprobación del Fiscat General, ;informar periódicamente de /as actividades
realizadas;
V. 

- Rendir, periódicamente a! Fiscat General, un
informe c/e /os trabajos rearizados por ra vísitaduría
General a su cargo;
Vl Coordinar sus acçiones con la tJnidad
Administrativa competente, a fin de dar contestación
l.las .leyandas que se instauren en contra de la
rtscat¡a General, con motivo de algún procedimiento
administrativo de su competencial
Vll. Certificar las constancias gue se originen con
motivo de la investigacion o de un procedimiento
administrativo;
Vlll. Expt>dir las circulares que correspondan con
motivas de ias acciones desarroiladas;
lX D!1igir y establecer tas potíticas pára et registro,
clasificación, manejo y re,serva de ta información
soóre las conducfas u amisiones irregutares de /os
seryrdores p(tblicos de ta Fiscalía Geieral;
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X. Desahogar a través del personal baio su
adscripción, el procedimiento de responsabilidad
administrativo iniciado con motivo de /as queias y
denuncias gue se realicen en contra de todo el
personal de la Fiscalía General;
Xl. Ejecutar las resoluciones que al efecto emita el
Consejo de Honor y Justicia, Y
Xll. Aquellas que por su naturaleza deba desarrollar,
de conformidad con la normativa aplicable.

ARTíCULO 150. El titular de la Vìsitaduría General
ejercerá sus atribuciones por sí o a través de /os

Agentes Visitadores y demás servidores públicos
que le esfén adscrifos. Los Agenfes serán
considerados Visitadores para fodos /os efecfos
legales.
El Visitador General, los Directores, así corno sus
Agentes Visitadores estarán dotados de fe p(tblica

en sus actuaciones.

ARTíCULO 155. A falta de dr'sposición expresa y en

tanto no se oponga a Io que prevé la Ley Orgétnica y
el presente Reglamento, se estará a lo dispuesto
supletoriamente por ta Ley General de

Responsab itidades Administrativas, la Ley de

Justícia Administrativa para el Estado de Morelos y
el Código Procesal Civil.

ARTíCULO 156. El procedimiento de investigaciÓn
se realizará con base a lo establecido en el Libro

Segundo, Títuto Primero, de la Ley General de

Responsab ilid ade s Ad rn i n i strativ a s'

ARTíCULO 157. Las sanciones impuestas por
responsab ilidad administrativa no eximen al se¡vidor
p(tblica de la responsabilidad penal, laboral o civil en

que pudiese haber incurrido por sus actos'"

Preceptos de los que se aprecia, que la Ley Orgánica de

la Fiscalía General y su Reglamento, no prevén la regulación de

autoridad investigadora y sustanciadora para los efectos del

procedimiento de responsabilidad administrativa conforme a la

Ley General de Responsabilidades Administrativas, pues si bien

es cierto se instituye que la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos Se conformará por tres direcciones, también lo es que

se establece que cada una funcionará de acuerdo a lo que

establezc a paratales efectos el titular de la Visitaduría, por lo que

realmente no ex¡Ste una división de competencias real, que

pueda considerar la existencia jurídica y material de una

autoridad substanciadora y otra investigadora dentro de la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos de la Fiscalía General

del Estado de Morelos.
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Es así que, ante ra ausencia de competencias definidas
de las autoridades de la visitadurÍa General de la FiscalÍa, que
determine de manera especÍfica, cuándo y por qué un Agente del
Ministerio Púbrico adscrito a ra visitaduría Generar y de Asuntos
lnternos, pueda considerarse autoridad investigadora y cuando
substanciadora, en el presente caso no es posible considerar
legal el procedimiento de responsabilidad administrativa que las
autoridades demandadas pretendÍeron ajustar conforme a la Ley
General de Responsabilidades Administrativas.

concrusión ren Ia que no se pasa por arto que ras figuras
de autoridad investigadora y resorutora, se reguran en ros
artículos 118, 119,'12a, e1 y 121 bis, der Regramento de ra Ley
orgánica de la Fiscalía General del Estado oe lvlorelos, para el
Órgano lnterno de control, órgano fiscalizador de la Fiscalía
General, en términos del artículo z3-c de la constitución Local,
que mantiene la coordinación necesaria con la Entidad superior
de Auditoría y Fiscarización, mismo que tendrá autonomía
técnica y de gestión para el desempeño de sus funciones. Es
decir, es un órgano diferente a ra Visitaduría Generar y de
Asuntos lnternos, quien en su ingeniería jurídica no cuenta con
dichas figuras de autoridad ínvestigadora y sustanciadora.

En este orden de ideas no puede sosrayar este Tribunar,
que los artículos 1ct2 y 1 10 de la Ley orgánica de Ia Fiscalía
General del Estado, at estabrecer que ár procedimiento de
responsabilidades administrativas de los servidores públicos de
la Fiscalia será instrruido por la Visitaduría General y de Asuntos
lnternos conforme a la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, a cuya concrusión someterá ar consejo de
Honor que para tal efecto se constituya la propuesta de sanción
correspondiente, deforma el procedimiento previsto en la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, de manera iregal.

ciertamente, este Tribunar se encuentra constreñido a ra
inaplicación de ras normas gue contravengan ra carta magna
mediante un controf rJifuso de ra constitucionaridad.

Acorde con ros artícuros 1. y 133 de ra constitucíón
Política de los Estados unidos Mexicanos, ras autoridadesjurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos
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humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden

inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso

de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que

subsiste el control concentrado de constitucionalidad y

convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en

exclusiva al Poder Judicial de la FederaciÓn, a través del juicio

de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de

i nconstitucionalidad.

La diferencia entre ambos medios de control

(concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la
competencia específica de los Órganos del Poder Judicial de la

Federación encargados de su ejercicio es precisamente el

análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por

tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de

carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la

Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la

obligación de analizar los argumentos que al respecto se

aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso)

el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra

la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el

juzgador por razon de su funciÓn, prescindiendo de todo

argumento de las partes, puede desaplicar la norma'

Por ello, en el juicio contencioso administrativo en que la

competencia específica de este Tribunal es en materia de

legalidad , por razon de su función jurisdiccional, puede ejercer el

control difuso.

En apoyo se inserta la siguiente jurisprudencia

..CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO'22

Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o' y

133 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales

ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos

establecidos en la propia Constitución y en los

tratados internacionales de los que el Estado

Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes

22 Registro digital: 2006186. lnstancia: Segunda Sala. Décima Época. Materias(s): Común,

Administrativa. Tesis: 2a.lJ. 1612014 (10a'). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

iã¿eraciOn. Libro S, Abrit de 2014, Tomo I, página 984. Tipo: Jurisprudencia.
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secundarias, lo que constituye un control difuso de su
constitr,lcionalidad y convencionalidad, también lo esgue subsiste el control concentrado de
constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya
competencia corresponde en exclusiva äl podêr
Judicial de la Federación, a través del juicio d;
amparo, las controversias constitucionales y las
acciones de inconstitucionaridad. La diferencia entre
ambos medios de control (concentrado y difuso),
estriba_ en que, en el primero, la competenciã
específica de los órganos del poder Judicial de laFederación encargados de su ejercicio esprecisarnente el análisis de constituóionalidad y
convencionalidad de leyes, por tanto, la controversiå
consiste en determinar si la disposición de carácter
general impugnada expresamente es o no contraria ala constitución y a ros tratados internac¡onaiãs,
existiendo la obligación de analizar los 

"rgrr"nù,que al respecto se aduzcan por las partes; eñ cambio,en el segundo (control difuso) el tema de
inconstitucionaridad o inconvencionaíidad no rt.grrìã
litis, pues ésta se limita a la materia de legalidaO i, ôoiello, 

. 
el juzgador por razon de lu función,

prescindiendo de todo argumento de las partes, puede
desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio
contencioso administrativo, la competencia espeäif;cå
del rribunal Federar de Justicia Fiscar y Administrativà
es en materia de legalidad y, por razon de su funciónjurisdiccional, este tribunãt 

'puede 
ejercer contiói

difuso;.sin embargo, si el actor formula con.upto, Oã
nulidad expresos, solicitando ar tribunar admini'strativo
el ejercicio der contror difuso respecto de determinada
norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el
concepto de nuridad y er criterio der iribunar, éstepuede inaplicar la disposición respectiva, expre;rrd;
las razones jurídicas de su decisión, pero si consideraque la norma no tiene méritos para ser inaplicada,
bastará con que mencione qu" no advirtió vìolación
alguna de derechos humanos, para que se estime que
realizó el control difuso y respetó et principio 'ãð
exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias,
srn que sea necesario que desarrolle una justificación
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta alos argurnentos del actor, pues además dé q* 

"Jcontrol difuso no forma parte de su litis nåtural,
obligarlo ¿t rearizar er estudio respectivo convierte estecontrol en concentrado o directo, y transforma lacompetencia genérica del tribunaf aâministrativo en
competenrcia específica. Así, si en eljuicio de 

"rp"iose aduce la omisión de estudio del conceft;;;
nulidad relativo ar ejercicío de contror difuio dertribunal ordinario, eljuzgador debe declarar ineficaceslos conceptos de violãción respectivos, pues auncuando sea ciefto que.la Sala resþonsable iue omiså,tal proceder no amerita que se conceda el amparopara que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe dedar respuesta a ese tema, debido , qr" el poder
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Judicial de la Federación tiene competencia
primigenia respecto del control de constitucionalidad
de normas generales y, pof ello, puede abordar su
estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda
de amparo se aduce como concepto de violación la
inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el
juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos
de violación relacionados con el control difuso y

analizar los conceptos de violación enderezados a
combatir la constitucionalidad y convencionalidad del
precepto en el sistema concentrado."

Ën este contexto, se aprecia que los artículos 102 y 110

de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, al

establecer que el procedimiento de responsabilidades

administrativas de los servidores públicos de la Fiscalía será

instruido por la Visitaduría General y de Asuntos lnternos

conforme a la Ley General de Responsabilidades

Administrativas, altera el procedimiento previsto en la Ley

General de Responsabilidades Administrativas, de manera

inconstitucional, pues el Congresista morelense carecía de

facultades para legislar en ese ámbito.

En efecto, la emisión de los citados preceptos vulnerÓ los

principios de legalidad, reserva y subordinación jerárquica de la

ley, al modificar temas que fueron reservados de manera

exclusiva a la FederaciÓn, mediante la expedición de la Ley

General de Responsabilidades Administrativas, publicada en el

Diario Oficial de la Federación el dieciocho de julio de dos mil

dieciséiS, eS decir, conculcan, entre otros, loS artículoS 73,

fracción XXIX-V, y 124 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos.

En efecto, mediante reforma publicada en el Diario Oficial

de la Federación el veintisiete de mayo de dos mil quince, se

emitió el decreto por el que se reformaron, adiciOnaron y

derogaron diversas disposiciones de la Constitución en materia

de combate a la corrupción, entre ellas las fracciones XXIV y

XXIX-V de su artículo 73, mediante las cuales se facultó al

Congreso de la Unión para emitir, entre otras la ley general que

distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para

establecer las responsabilidades administrativas de los

servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables

por los actos u omisiones en que incurran y las que correspondan
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a los particulares vincurados con fartas administrativas graves,
así como los procedimientos para su aplicación.

Asimismo, en los artículos transitorios de la aludida
reforma se estableció una mecánica transicional, para la
transformación de ros sistemas federar y rocares en ra materia,
misma que parte cle la base que tanto en lo que se refiere a la
coordinación del sistema anticorrupción, como la distribución de
competencias entre fos distintos órdenes en materia de
responsabilidades administrativas, se requiere de la emisión por
parte del congreso de ra unión de ras leyes generales
correspondientes, dentro del plazo de un año a partir de la
entrada en vigor der decreto de reforma constitucional.

conforme ar dictamen de ra comisión de puntos
constitucionales de Ia sexagésima segunda Legislatura de la
cámara de Diputaclos, se advierte que fue intención concreta e
integral del consltituyente .[. .] crear et srsfema Nacional
Anticorrupcion coma una instancia de coordinacion entre ras
autoridades de todcrs /os ordenes de gobrerno competentes en raprevencion, deteccion y sancion de responsa bitidades
administrativas y hechos de corrupción, así como en ta
fiscalizacion y contror de recursos púbticos. t...1 et sr,sfema
nacional de fiscalización, en términos del proyecto, se inscribe
camo un suôsistem,a consalidado y autonomo pero funcionando
como eje central y pilar fundamental del sisfema Nacianal
Anticorrupcian, de f<>rma tat que ras acciones emprendidas por er
Estado para prevenir y sanctonar la corrupcion, no se llevaran a
cabo de forma aisrada o fragmentada, sino como un sl,sfemaintegral articuradc) para prevenir y sancionar ras
responsabilidades ¿tdministrativas y tos hechas de corrupcion,
sea que ésfas deriven del ejercicia indebido de /os recursospublicos a bien, der incumprimiento de responsa bitidades
públicas que no se vinculan necesariamente con ra hacienda
publica [ .] De iguat forma, la idoneidad de la medida también sejustifica por su alcance nacional: /as entidades federativas
deberán establecer sistemas /ocales anticorrupcion, aspecfo
derivado de /as iniciativas dictaminadas. Es asi que esfos
sisfemas locales servirán como mecanisrnos de coordinacionpara el diseño, evaluación de potíticas de educacion,
concientizacion, prevencion, deteccian y sancion de
responsabilidades administrativas y hechos de corrupcian, así
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como la promoción de la integridad p(tblica. [ ] el Sisfema
pretende homologar acciones entre los diferentes órdenes de
gobierno para la generación de mayores estándares de

integridad pubtica y combate a la corrupcion. No obsfanfe, esfó

objetivo no podrá alcanzarse sln mecanismos de coordinación

efectivos. Co,n la finalidad de dotar a/ Sisfem a del marco iurídica
necesario para su adecuado funcionamiento, se considera

indispensable complementar el marco constitucional con la
facultad del Congreso de la Unión, en su carácter de autoridad

del orden constitucional, de emitir una ley generalque establezca

/as bases de coordinación entre las autoridades de /os Órdenes

de gobierno compefenfes en las materias obieto del presente

dictamen."

Fue así que, en cumplimiento a la citada reforma

constitucional, mediartte decreto publicado en el Diario Oficial de

la Federación del dieciocho de julio de dos mil dieciséis, se

expidieron las leyes generales del Sistema Nacional

Anticorrupción y de Responsabilidades Administrativas, así como

la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa.

De esta manera, se explica la naturaleza del sistema

Nacional Anticorrupción, donde constitucionalmente se facultó

exctusivamente al Congreso de la Unión, para legislar entre

otras, Ia ley general que distribuya competencias entre los

órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades

administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las

sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran y

las que correspondan a los particulares vinculados con faltas

administrativas graves, así como los procedimientos para su

aplicación.

Por ende, el legislador morelense no estaba facultado

para rnodificar el procedimiento de responsabilidad

administrativa, en los artículos 102 y 1 10 de la Ley Orgánica de

la Fiscalía General del Estado, en consecuencia, la

instrumentación del procedimiento disciplinario de la

demandante con normas compuestas de la Ley del Sistema de

Seguridad Pública del Estado de Morelos y la Ley General de

Responsabilidades Administrativas, resultÓ ilegal.
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En las relatadas condiciones, se actualiza la hipótesis
de nulidad lisa y llana der acto impugnado, establecida en las
fracciones I y ll, del artículo 4, de la Ley de la materia.

Por lo que, en esta rínea de pensamiento, conforme a ro
dispuesto en el párrafo segundo del artículo gg de la Ley de la
materia, por virtud de esta sentencia declaratoria de nulidad, se
deja sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables
quedan obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los
derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o
desconocidos, en los términos que se establecen a continuación.

VII. PFIETENSIONES DEL ACTOR.

Al haber sido decrarada ra iregaridad der cese, se
procede al análisís de las pretensiones aducidas por el
demandante   , en el escrito
de demanda.

Para ra determinación de ras prestaciones
reclamadas, es de, tomarse en consideración los siguientes
elementos de la relación administrativa.

a) Fecha de inicio de ra reración administrativa:
02 de julio de 2002.

se obtiene de Ia copia certificada oficio número 
 0 de fecha veintiuno de septiembre de dos mir

veinte23, signado por la Contadora Pública  
, Directrcra de Recursos Humanos de la Fiscalía

General del Estado de Morelos, mismo ar que se re da preno varor
probatorio de conformidad con ros artícuros 437, y, 4g1, dercódigo Adjetivo civir der Estado de Moreros, aplicado
complementariamente a la Ley de la materia.

b) cargo: Agente de poricía de rnvestigación
Criminal.

23 Foja 825
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c) Fecha de terminación de la relación
administrativa: 19 de septiembre de dos mil veintiuno2a.

d) Antigüedad: 14 años 1 mes y 15 días.

Ahora bien, en cuanto al último salario mensual obra
en el sumario el comprobante de pago de nómina que obra en

la foja 018 del presente sumario, mismo al que se le da pleno

valor probatorio de conformidad con los artículos 437 ,'fracción ll,
y, 491, del Código Adjetivo Civil del Estado de Morelos, aplicado

complementariamente a la Ley de la materia, de los que se

aprecia, que el demandante percibía un salario mensual por la

cantidad de   

Al respecto, cabe señalar que, el salario del demandante

asciende realmente a la cantidad de   

   quincenales, es decir, 
    toda vez

que los conceptos de nómina identificados como "1.P. PATRÓN"

y "SUBSIDIO IMSS'', no forman parte del salario'

Lo anterior, toda vez que cuando el patrÓn realiza el pago

de los impuestos sobre productos deltrabajo, tal aportaciÓn fiscal

no forma parte del salario del trabajador; lo cual obedece a que

cuando el patrÓn se obliga a pagar por su cuenta el impuesto

causado por el trabajador, lo que hace es ya no retener el monto

tributario, con lo cual deja intocado el salario en este aspecto,

siendo relevante señalar que la entrega altrabajador de esa parte

no retenida es parte del salario y no una cantidad adicional, esto

es, aunque el trabajador reciba más, ello es por efecto de la no

retención, pero su salario sigue siendo el mismo.

En segundo lugar, la cantidad que el patrÓn toma de su

peculio, equivalente al monto del impuesto causado por el

trabajador, no lo entrega a éste, sino a las autoridades

hacendarias. Por lo tanto, no cabe aceptar que dicha obligaciÓn

patronal aumente el salario pactado en los términos del artículo

35 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, lo cual se

confirma por la circunstancia de que la hipótesis de admitir el

incremento salarial conduciría a confusiones insolubles, pues tal
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consideración llevaría al aumento automático de la base
tributaria, desencadenándose un círculo vicioso que produciría
indeterminación e inseguridad.

Resulta aplicabre ta siguiente jurisprudencia:

''IMPUÊSTO SOERE PRODUCTOS DE¿ TRABAJO,
PAGO IOOR EL PETNOU DEL. NO FORMA PARTE
DEL SALARIO,2s

La actu.¿tr integración de ta cuarta sara de ra suprema
corre de Justicia de Ia Nación, se aparta de rafésrs nojurisprudenciar visibre en las páginas 156a y 1561 der
Apéndice ar semanario Judiiiar de ra Federación
publicaolo en 1ggg, Segunda parfe, acerÇa de que si
el patron se compromete a pagar los impuestos sobre
productcts de!trabajo, tar apoiación fiscar forma parte
del 

,salario del trabajador; la Sa/a esfrm aba que tat
cantidad inçrementaba efectivamente ra percepción
sararÌar en ros términos det arfícuro g4 de tà tey
Fede.ral del Trabajo, y lo integraba para todos losefectos regares y contractuales. L'a revisión der
problemia, sin embargo, lleva a la conclusión de que
no hay incremento salarial, en primer lugar, porque
cuanda el patron se obliga a pagar po, àu cuenta el
impuesto causado por ellrabajaAôr, to qr" hace es ya
no retener er manto tributario, con ro cuat ae¡a intocado
er sarario en esfe aspecto, siendo rerevante señarar
que ra .entrega ar trabajador de esa parte no retenida
es parte der sarario y no una cantidad adicionar, esta
es, aungrJe ertrabajador reciba más, eilo es por efecto
de la no retencíón, pero su salarío sigue siendo el
mismo; en segundo lugar, se observa q-ue ta cantidad
que el patron toma de su pecutio, equivatente al monto
der impuesto causado por er trabajado;,io to entregaa ésfe, slno a las autoridades hacendarias. por lo
tanto, na cabe aceptar que dicha obtigacion patronal
aumente er sarario pactado en ros términos de /os
artículos g4 y gg de ta Ley Federal del Trabajado, lo
cual , se. c.onfirma por la circunstancia de que Ia
hipotesis de admitir er incremento sarariar conduciría a
confusiones insorubre,s, pues ta! cansideracion ilevaríaar aume'nta autométtico de ra öase tributaria,
desencadenándose un círcura vicioso que produciría
i n d ete rm i n ación e i n seg u ridad.,,

En estas circunstancias, der recibo de nómina señarado, se
aprecia que er concepto "rp pATRóN", por ra cantidad de

       

25 Registro digitar: 207777. rnstancia: cuarta sara. octava Época. Materias(s)Laboral resis: 4a'lJ. 17193 Fuente: Gaceta del semanario Judicial de la FederaciónNúm. 65, Mayo de 1993, p:igina lZ iipq Jurisprudencia.
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corresponde al lmpuesto Sobre la Renta y el concepto

"SUBSIDIO IMSS", Por la cantidad de  
     corresponde a la

cuota del trabajador ante el lnstituto Mexicano del Seguro Social;

ambas cantidades que la autoridad demandada debiÓ retener en

el momento de realizar el pago del salario al actor, sin embargo;

absorbió del erario tales conceptos en beneficio del servidor

público, empero, no pueden Ser considerados para fijar el monto

de salario para efectos de la condena.

En las relatadas condiciones, se aprecia que el salario

quincenal del demandante   ,

para efectos de la condena, asciende a la cantidad de 

     quincenales, ecir,

      

Precisadas las bases se procede al análisis de las

prestaciones reclamadas por el actor:

La prestación reclamada por el demandante en el inciso A)

del apartado correspondiente del escrito inicial de demanda,

consistente en la declaración de nulidad de la remoción,

resultó procedente, en los términos del apartado precedente de

las razones y fundamentos de esta sentencia.

Tocante a la prestaciÓn reclamada en el inciso A)-1,

consistente en la reinstalaciÓn al cargo que venía desempeñando

como Agente de la Policía de lnvestigación Criminal, es

improcedente.

La restituciÓn en el puesto del demandante resulta

improcedente: cabe precisar que las relaciones entre los

elementos de las instituciones de seguridad pública y el Estado,

son de naturaleza administrativa y no laboral, por virtud de

disponerlo así la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos en su artículo 123 aparlado B fracción Xlll, en la que

además se determina que cuando la autoridad jurisdiccional

resolviere que la separaciÓn, remoción, baja, cese o cualquier

otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado

sólo está obligado a pagar la indemnización y demás

prestaciones a que tenga derecho conforme a las leyes en

TRIBUNAT DE JUSTICIAADN¡INISIRAÍ]VA
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materia de seguridad pública, pero en ningún caso procede su
reincorporación al servicio; de ahí que resufte improcedente
dicha prestación reclamada por la actora. Guarda relación con lo
anterior, la jurisprudencia número zeo,gzz perteneciente a la
novena época, emitida por el pleno de la suprema corte de
Justicia de la Nación, publicada en el semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta il, septiembre de 1ggs, página 43, Tesis
P .lJ. 24195, de rubro y texto siguiente:

'poLtci+s MUNtctpALEs y JIIDICIALEi AL
SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTEOO OEuÉxtco y DE sus MururqHos. su-nelÃcøñtuniarce Es DE - -NATURALEZA

ADMINISTRATIVA.

La relación Estado-Empleada fue, en principio
de naturiareza administrativa, pero en aeiechó posiiivo
mexicana, en beneficio y protección de ros empreados,ha transformado ta naturareza de dicha reracion
equiparándola a una de carácter laboral y ha
considerado ar Estado como un patron sui gene's. Srn
embargo, de dicho tratamiento generar se'encuentran
excruidot; cuatro grupos a sa-ber: ros mititare.s, /os
marinos,. /os cuerpos de seguridad pública y el
personar der servicio exterior, para ros cuares ra
relación sigue siendo de orden administrativo y, el
Estado, autoridad. por tanto, si /os miembros de ra
noticf, municipal o judiciat del Estado de México,
constituy'en un cuerpo de seguridad púbrica, están
excruidos: por ra fracción Xilr Apartado B der artícuto
123, en reracian con ros aftícuros 115, fracción vilr,
segundo párrafo y 116, fracción v, de ia constituciónporítica de ros Esfados tJnidos Mexicanos, de Ia
determinación jurídica que considera ra reración der
servicio asimirada a ra de trabajo y ar Estada
equip.araclo a un patrón, de donde se concluye que la
reración q'ue guardan con er gobierno der Estado o det
Municipio, es de naturalezi administrafivã i u ,,gupor las normas también administrativas ¿e ta tei y
reglamentos que les correspandan y que, por lo tanto,

" ras determinaciones que dichas unt¡ir"¿ri, tomen en
torno a és¡ta no constituyen acfos de particurares, slno
de un.a autoridad, que en el caso particular referente a
ra orden de baja der seruicÌo, hace procedente etjuicio
de ampara ante eljuez de Distrito.,,

De manera que er anárisís de ra procedencia der resto de
las prestaciones recramadas deberá realizarse conforme a las
normas que rigen la relación administrativa entre los elementos
de seguridad púbricia y er Estado, no así conforme a ra Ley
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Federal del Trabajo. Orienta lo anterior, la jurisprudencia número

2a.lJ. 10312010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema

Corte de Justicia de Ia Nación, publicada en el Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta XXXll, julio 2010, en

materias Constitucional y Laboral, página 310, que textualmente
establece:

"SEGIJRIDAD PÚBLICA, LA PROHIBICION DE

RETTVSTATAR EN SU CARGO A IOS MIEMBROS
DE LAS INSTITUC'O/VES POLICIALES, PREYISTA

POR EL ARTíCULO 123, APARTADO B, FRACCION

XIil, DE LA CONSTITUCION GENERAL DE LA

REPUBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO

PTJBLICADO ETV EL DIARIO OFICIAL DE LA

FEDERACION EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES

APLICABLE EN TOÐOS LOS CASOS,

INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZON QUE

MOTIVO Et CESE

Det citado precepto constitucional se advierte que los

miembros de las instituciones polrcrales podrán ser

separados de sus cargos si no cumplen con /os

requisitos de permanencia o sl incurren en

responsaÖ ilidad, con la expresa previsiÓn de que si la

autoridad resolviere que la separación, remoción,

baja, cese o cualquier otra forma de terminación del

servicio fue iniustificada, el Estado só/o esfá obligado

a pagar la indemnización y demás prestaciones a que

tengan derecho, sin que en ning(tn caso proceda su

reincorporación, cualquiera que sea e/ resultado del

juicio a medio de defensa que se hubiere promovido'

De to anterior se sigue que a partir de la aludida

reforma ta prohibición de reincorporaciÓn es absoluta,

Io que se corrobora con el análisis del proceso relativo

del que deriva que el Constituyente Permanente

privilegió et interés general por el combate a la

corrupción y ta seguridad por encima de la afectaciÓn

que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se

compensaría con el pago de la indemnizaciÓn

respectiva, por lo que independientemente de la razÓn

det cese tiene preferencia la decisiÓn del

Constituyente de impedir que los miembros de /as

corporaciones policiacas que hubiesen causado baia

se reincorporen al seNicio."

De modo tal que es med¡ante la indemnización

correspondiente como Se salvaguarda y restituye al accionante
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en el goce de su derecho viorentado con la ilegal resolución de la
autoridad demandiada, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 123 aparlado B fracción Xlll de la constitución política
de los Estados uni'dos Mexicanos, y 6g de la Ley del sistema de
Seguridad Pública del Estado de Morelos.

Partiendo de esta base, debe enfatizarse que ra
constitución Federal prevé como garantÍa mínima el pago de una
indemnizacién a favor de los agentes del Ministerio público, los
peritos y los miembros de las instituciones policiales de la
Federación, Estados y Municipios, cuando se actuarice ra
hipótesis normativ¿r señalada con antelacién, cuyo monto será
determinado por las leyes especÍales, de carácter administrativo,
que para el efecto se emitan.

Es decir, er artícuro 12a, apartado B, fracción xilr,
constitucional, constriñe al legislador secundario a establecer
dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal,
estatal o municipal, en la materia, a prever ros montos o
mecanismos de derimitación de éstos que, por concepto de
indemnización, corresponden a los servidores públicos aludidos
ante una terminación injustificada del servicio, puesto que serán
las normas administrativas, las directamente aplicables a la
relación gue medi¿r entre er Estado y ros miembros de ras
instituciones policiales.

sin embargo, debe destacarse que ra segunda sara de ra
suprema corte de Justicia de la Nación, ha leterminado en
diversas jurisprudencías, que debe hacerse efectivo el derecho
constitucional a fav'r der servidor púbrico mediante ra apricación
de las normas constitucionares y regares que, por anarogía,
resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una
aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues
de otra manera se desconocerÍa er régimen excepcionar y Ia
naturaleza de la relación que rige el servicio de los miembros de
las instituciones policiales y el Estado. En este sentido, determinó
que el pago de la indemnización se hará, en primera instancia,
en términos de ro que disponga ra rey especiar, por tratarse de un
régimen excepcional y la relación que guarda el Estado con los
miembros de los cuerpos poriciares v, en caso de que ésta noprevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar
correctamente er monto der citado concepto, Sê apricará

42



AruI TJA T J A/4" S E RNJ RAEM -O 6 6/20 2 1

directamente lo señalado por la Carta Magna, puesto que como

se ha hecho referencia, en su artículo 123 se contienen las

garantías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de

trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público.

Por tanto, si dentro de la aludida fracción Xlll se establece que si

la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción,

baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue

injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho el

agente del Ministerio Público, perito o miembro de la instituciÓn

policial de mérito, sin que en ningún caso proceda su

reincorporación y, por su parte, en las leyes especiales no Se

prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de tal

concepto, concluyó la Segunda Sala, debe recurrirse a lo

dispuesto, como sistema normativo, por el propio artículo 123,

prirnero en el apartado B, a fin de advertir si, dentro de sus demás

fracciones, existen hipótesis que por analogía al caso resultan

idóneos para establecer los parámetros en los que se fijará la

indemnización del servidor público respectivo.

Puntualizó que en el texto íntegro del apartado B del

artículo 123 constitucional, no se establecen expresamente los

lineamientos mínimos para la fijación de la indemnizaciÓn por

cese injustificado, para efecto de los trabajadores generales al

servicio del Estado ni para los que se circunscriben en el régimen

excepcional previsto en la fracciÓn Xlll de dicho dispositivo

constitucional; por tanto, es indispensable acudir a los demás

supuestos normativos para determinar si prevén una situaciÓn

semejante a fin de, en Su caso, se aplique la consecuencia

jurídica que para dicha situación se establece; es decir, de

encontrar una fracciÓn dentro del artículo 123 constitucional

como sistema normativo que brinde los elementos idóneos para

la fijación del monto que por concepto de indemnización se debe

cubrir al servidor público que fue separado, removido, cesado o

dado de baja, injustificadamente de su cargo.

Así, sostuvo que existe la misma razonjurídica en cuanto

al despido injustificado del trabajador o del servidor público,

según sea el caso, puesto que en la fracciÓn XXll del apartado A

(segunda hipótesis normativa), se establece la posibilidad de que

la ley determine los casos en los que el patrón no estará obligado

a reinstalar al trabajador en Su empleo y, por su parte, la fracción
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Xlll del apartado E prohíbe expresamente la reincorporación al
servicio de los sujetos que contempla, otorgando para los dos
supuestos normativos el pago de daños y perjuicios
indemnización- a fin de np dejar al trabajador o al servidor público
en total estado de indefensión. con tal afirmación, puntualizó, es
consecuencia directa de la aplicación analógica de los principios
mÍnimos garantizados en la fracción XXll del apartado A, a la
diversa fracción Xlilr del aparlado B, puesto que en este último
apartado el constituyente no previó el monto idóneo por
concepto de indemnización ante un despido injustificado, pero
consagró la misma razonjurídica que configura y da contenido a
la fracción XXil der apartado A, en virtud de que otorgó er pago
de daños y perjuicios cuando er patr,ón particular o el Estado
separen injustifÍcadamente al trabajador o servidor público de su
cargo y la ley o, en su caso, la propia constitución establezcanla imposibilÍdad jurídica de reinstalación. Destacó, qr" i,
hipótesis normativa del artícuro 123, apartado A, fracció, ixri
que señala que: "La ley determinará los casos en que el patron
podrá ser eximido de la obtigación de cumplir el cantrato,
mediante el pago de una indemnización.,,, deja la delimitación del
monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al
trabajador a ra rey regramentaria, constituyéndose en erparámetro mínimo que er patrón pagará ôo' er despido
injustificado y, más aún, cuando se re ribera de ra obrigación de
reinstalar al trabajador en el puesto que venía desempeñando; y
que la ley reglamentaria respeta, como mínimo constitucional
garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la
fracción XXll der apartado A en su generaridad, es decir, que
toma como base pnimaria er pago de tres meses de sarario;
empero, bajo las circunstancias especiales de que es la propia
norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación _

cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea
injustificado, prevé er pago adicionar de veinte días por año
laborado,

concluyó así que cuando ra fracción XXil der apartado A
refíere al pago de una indemnización por despido injustificado, y
el patrón no esté obrigado a la reinstaración, ro hace en un
parámetro incluyente, por disposición regar, de tres meses de
salario y a veinte días por cada año raborado, puesto que es
el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños
y perjuicios provocados con el despido ilegal. Situación que, ante
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la falta de norma que señale el monto de la indemnización,

abundó, debe hacerse una aplicación analógica de lo dispuesto

en la fracción XXll del apartado A, a lo señalado en la fracción

Xlll del apartado B, para que se haga efectivo el derecho

constitucional a la indemnización que la Ley Fundamental otorga

a los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las

instituciones policiales que sean separados injustificadamente de

su cargo y, por disposición expresa det propio dispositivo

constitucional no medie la reincorporación al servicio, debe

cubrirse, por concepto de indemnizaciÓn, el pago de tres meses

de salario y veinte días por cada año de servicio.

Lo anterior, explicó, en virtud de que la inclusiÓn de la
indemnización como garantía mínima de los servidores públicos

del Estado, a que se refiere la fracciÓn Xlll del apartado B, aun

cuando derive de una relación de naturaleza administrativa, se

encuentra prevista en el ámbito de los derechos sociales y, por

tanto, resulta válido sostener que forma parte de un subsistema

de normas por razon del cual se pueden invocar, ante ausencia

de norma específica, la que constitucionalmente aplica para el

supuesto jurídico de la misma naturaleza y características. En el

caso concreto, la indemnización en caso de una separación

injustificada del cargo se erige como derecho de rango

constitucional que no puede ser desconocido por la autoridad,

bajo el pretexto de que en la legislación especial no se prevé el

concepto referido o no se establecen los montos a los que se

contendrá éste, puesto que lo que pretende el precepto

constitucional es proteger y brindar al servidor público separado

de su cargo injustificadamente, una indemnizaciÓn que repare los

daños y perjuicios que ese acto ilegal le causaron.

En tal virtud, reiterÓ, en razon de que, como garantía

mínima a la protección de los agentes del Ministerio Público,

peritos y miembros de las instituciones policiales, se reconoce el

pago de una indemnización y demás prestaciones a que tuvieran

derecho por el desempeño del cargo público en que fungían, si

las leyes especiales administrativas que para el efecto de regular

las relaciones entre éstos y el Estado se emitan, no establecen

la forma en cómo deberá fijarse el monto para cubrir tal concepto,

deberán aplicarse, como mínimo irrenunciable, los tres meses de

salario más veinte días por año efectivo de servicio, que es el
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monto de la indemnización prevista en el apartado B, fracción
Xlll, constitucional.

Este criterio tiene fundamento en las jurisprudencias que
enseguida se inserllan a la letra:

"SEGLIRIDAD PUBLICA. LA INDEMNIZACIOU
pREVtsrA EN EL anrícuto tzs, AqARTADI B,ffic,tlou xttt, IEGTJNDo pahnnro, oe tÁ
coNsnTUCtOru potínce DE tos EsrADos
UNIDAS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO
DE 3 ¡MESES DE SIJELDO Y DE ZO OíAS PON
eADA eño tnaoRllo IABANDINI DE LAs
IES/S DE JURTS9RIJDENCTA 2a./J. 119/2011 y
A/SLADAS 2a. LXD(2011, 2a. LXV2U1 y 2a.
XLVI/2A|J ft0a.) (.)f6.

En una nueva reflexión, ta Segunda Sata de ta
Suprema Cofte de Justicia de la ñación abandona el
criterio contenida en ras tesis indicadas, ar estimar
que conforme al artículo 123, apar-tado B, fraccion
Xlll, segundo párrafo, de Ia Con'stitución potítica de
/os Esfados Unrdos Mexicanos, et Constituyeità
otargó a favor de ios agentes det Minister¡o píblico,
Ios peritos y los miembros de las instituciones
policiales de Ia Federacion, et Distrita Federa!, las
Esfados y los Municipios, el derecho at pago de una
indemnización en elcaso de que, a través de una
resolución emitida por autaridad jurisdiccional
competente, se resuelva que su separación o
cualquier vía de terminación del servicio de ta que
fyeron objeto resulta injustificada; ello, para' no
dejarlos en estado de indefensian al exist¡r unaprahibición absaluta de reincorporarlos en elservicio. Además, de la propia normativa
constitucional se adviefte ra obtigación det tegistador
secundario de fijar, dentro de tas leyes esþeciales
que se emitan a nivelfederal, estatal, munic'ipal o enel Distn:to Federal, los montos o mecamsmos de
delimitación de aquellos que, por concepto de
indemni,zación, corresponden a /os servidores
publicos ante una terminación injustificada del
s-ervicio. Ahora bien, el derecho indemnizatario debe
fijarse en términos íntegros de to dispuesto par la
Constitución Federal, pues el espíritu del Legísladotr
Constituyente, a! incluir el apartado B deñtro delaftículo 123 constituciona!, fue recanocer a las
servidores púbticas garantías mínimas dentro det
cargo a puesto que desempeñaban, sin importar, en

26 Época, Décima Época. Fìegistro: z01g440. rnstancia: segunda sara. Tipo de Tesis:Jurisprudencia Fuente: Gaceta del semanario Judicial de la Federación. Libro 3g, Enero de2a17,Tomo I' Materia(s): constitucionar, Laborar. Tesis: 2a./J. 19g/20.16 (10a.). página: 505.

46



4al
TJA T J A/4A S E RA/ J RA E M -O 6 6/ 20 2 1

su caso, la naturaleza iurídica de la relación que

mediaba entre el Estado -en cualquiera de sus
niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la
aludida fracción Xlll se establece el derecho de
recibir una indemnización en caso de que la
separación, remoción, baia, cese o cualquier otra
forma de terminación del servicio fuere iniustificada
y, por su parfe, en las leyes especla/es no se prevén
los mecanismos suficientes para fiiar el monto de ese
concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a la
dispuesfo, como slsfema normativo integral, no sólo
al apartado B, sino también al diverso apartado A,

ambos del citado precepto constitucional; en esa
tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio
a que tienen derecho los agentes del Ministerio
P(tblico, /os peritos y /os miembros de /as

instituciones policiales, debe recurrirse a la fracciÓn

XXtt det apartado A, que consigna la misma razón
jurídica que configura y da contenido a la diversa
fracción Xlll delapartado B, a saber, el resarcimiento
de /os daños y periuicios ocasionados por el patron
pafticular o el Estado ante la separación iniustificada
y sea la ley o, en stJ caso, Ia propia Constitución, la
que establezca ta imposibilidad iurídica de
reinstalación. Baio esas consideraciones, es

menester precisar que la hþófests normativa del

artículo 123, aparlado A, fracciÓn XXll, que señala
que "la ley determinará los casos en que el patrono
podrá ser eximido de la obligaciÓn de cumplir el

contrata, mediante el pago de una indemnizaciÓn",

deja ta delimitaciÓn del monta que por concepto de

indemnización deberá cubrirse altrabaiador a la ley
reglamentaria, constituyéndose en el parámetro
mlnimo que el patrón pagará por el despido

injustificado y, más a(tn, cuando se /e libera de la
obligación de reinstalar al trabaiador al puesto que

venla desempeñando; por tanto, sl la ley

reglamentaria det multicitado apartado A, esfo es, /a
Lõy Federal del Trabaio, respeta como mínimo
constitucional garantizado para efecfos de la

indemnizaciÓn, el contenido en la fracciÓn )(XIl del

apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago

adicional de ciertas prestaciones baio /as

circunstancias especiale s de que es la propia norma
quien releva al patrón de la obligaciÓn de

reinstalación -cumplimiento fonoso del contrato- aun

cuando el despido sea iniustificado, se concluye que,

a efecto de determinar el monto que corresponde a

/os servidores públicos suJ'efos al régimen

constitucional de excepciÓn contenido en el aftículo
123, apartado B, fracciÓn Xlll, segundo párrafo, de la

Caña Magna, resulta aplicable, como mínimo, el

monto establecido en el diverso apartado A, fraccion

XXlt, y /os parámetros a /os que el propio

Constituyente refirió al permitir que fuese la
normatividad secundaria la que los delimitara. En

consecuencia, la indemnizaciÓn engloba el pago de
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3 meses de salaria y 2A días por cada año de
sgrvlcio, sin que se excluya la posibilidad de que
dentrct de algún ardenamiento lega! o administraiivo
a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito
Federal existan normas que prevean expresamente
un monto por indemnización en esfos casos, que
comCI mínimo sea e/ anteriormente señalado, pues
en tales casos será innecesario acudir a la
Qonstitución, sino que la autoridad apticará
directamente Io dispuesto en esos orden amie'ntos.,,

"MIEMBROS DE IAS INSTITTJC/O/VES
POLICIALES. EI DERECHO A LA INDEMNIZA,CIOÑ
CON IVIOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE
TERMINACION INJUSTIFICADA DÊ STI NÈ[EAOÑ
ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE
F+ |AGO DE TRES MESES DE ST.JELDO y vEtNTEDtAs poR Año LABIRADI . (ApucÃcioñ
ANALOGICA DE LA TNECCrcU XXil DEL
APARTADO A DEL ART\CULO 123 DE LA
co N STITUC\ O N F ED E RAL)27.

El,artícttlo 123, apartado B, fraccian Xlll, segundopárrafo, de la Constitucian potítica de tos gðtados
Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada enel Diario Oficial de la Federación el 1g de junio ie
2008, prevé el derecho at pago de una indemnizacion
en caso de que la autoridad jurisdiccional resuelva que
fue injustificada la separacion o cualquier vía de
terminacion del seruicio de los miem'bros de las
instituciones poriciares de ra Federacion, e! Distrito
Federal, /os Ësfado.s y Municipios, a fin de no dejar en
esfado de indefensión atagraviado, ante Ia Broníøiciónabsoluta de reincorporarlo at 

'servicio,' 
pero no

establece la forma en que se integrará su monto. Ante
esta circunstancia,.la Segunda éa/a de la Suprema
Corte de Justicia de ta Nácion, al resolver et a,mparo
directo en revisión 2401/2015, det que derivó /a iesrs
2a..ll/20',t6 (10a.), abandonó el criierio que sostenía
anteriormente, para establecer que ese derecho
constitucionar en favor der servidor púbtico debe
hacerse efectivo mediante ra apricación de ras normas
con.stit.ucionales y legates que, por analogía, resultan
aplicable:; al caso, lo que en sentido estricto no es una
ap.licacion supletoria de ordenamientos de çarácter
laboral, pues se desconocería el régimen excepcional
y la naturialeza administrativa de laietación qu, rige e,l
servicio de los miembros de ras instituciones'poricìabsy el Estado, en atencíon a lo cual ese pago debe
efectuarse en terminos. de lo que disping, ti l"y
especial y, en caso de que ésta no prevea los

T lipo"t Décima Época' Registro: 2o1212g.lnstancia: Tribunales Colegiados de circuito.Tlpo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del semanario Judicial de la Federación. Libro32' Julio de 2016, Tomo lll. Ir,4ateria(s): Constitucional, Administratíva. Tesis:XVi.1o.A. J/3.1(10a.). Página:1957.
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parámetros suficienfes para que se pueda fryar

correctamente el monto de ese concepto, se aplicará
lo señalado en la Constitución Federal, dado que en
su artículo 123 se contienen las garantías mínimas
que deberán respefarse en las relaciones de trabajo o
servicio, tanto en el sector privado como en el público.
Por lo cual, concluyó que debe acudirse al apartado A,
fracción XXll, de ese numeral, el cual prevé la
indemnízación para /os casos en que el trabajador
fuese separado de su empleo sin mediar causa
justificada y el patrón no esfé obligado a la
reinstalación, cuyo pago debe hacerse en un
parámetro que comprende, por disposiclon legal, tres
/neses de salario y veinte días por cada año laborado,
puesto gue es el mínimo suficiente para indemnizar al
trabajador de /os daños y periuicios que se le
provacaron con el despido ilegal. Por tanto, para fiiar
el monto de la indemnización cuando un servidor
p(tblico, en términos de /a fracción Xlll del apartado B
del precepto indicado sea separado de la funciÓn
p(tblica que desempeñaba y, seguido el proceso legal,
la autoridad jurisdiccional resuelva que no existiÓ
causa justificada para el cese, remociÓn o cualquier
forma de terminación de la relaciÓn administrativa, sin
posibilidad de optar por la reinstalacion debe
aplicarse, por analogía, la fraccion XXll del aparlado A
citada, en el sentido de que la indemnización que debe
cubrir el Estado incluye el pago de fres meses de
sueldo, más veinte días por año efectivo de servicios,
salva que exrsfa una norma específica en el
ordenamiento federal o local, seg(tn corresponda, que

estatuya una indemnización mayor."

Atendiendo a lo expuesto, es procedente el pago de la
indemnizac¡ón const¡tucional de tres meses de salario, al

resultar improcedente la restitución del puesto, esto con

fundamento en lo dispuesto por los artículos 89 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, 69 de la Ley del

Sistema de Seguridad Pública para el Estado de Morelos y 123

apartado B, fracciÓn Xlll de la ConstituciÓn Política de los

Estados Unidos Mexicanos, porque la actora demostró la
ilegalidad del acto impugnado. Por lo que se condena a las

autoridades demandadas para que realicen el pago de dicho

concepto, por la cantidad, de    

    salvo error u om¡siÓn de carácter

aritmético.

Asimismo, como parte de dicha indemnizac¡ón, se

condena a la autoridad demandada, al pago de veinte días

por cada año de servic¡o, para lo cual se toma como base que
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el actor mantuvo la relación administrativa por catorce años, dos
meses y diecisiete días, esto es del dos de julio de dos mil
siete al diecisiete de septiembrê,dê dos mil veintiuno; con el
último salario mensual de    

  ; por lo que el monto de la condena asciende a la
cantidad de     

     la que se obtiene después
de realizar las siguientes operaciones aritméticas, salvo error u
omisión de carácter aritmético:

Por cuanto a la prestación A)-2, consistente en:

'2.- El pago de mi Feqtun',ración ordinaria Diaria:...,'

Es procedente er pago de sararios que er actor
  , dejó de percibir, pues

demostró la iregaridad der cese ar cargo que venía
desempeñando como Agente de la policía de lnvestigación
criminal. Aclarando que la baja o remoción de la demandante se
verificó el día diecisiete de agosto de dos mil veintiuno, sin
embargo, el actor exhibió el comprobante de pago de salario que
obra a foja dieciocho; y toda vez, que la autoridad demandada no
combatló la legalidacj del mismo, se da plano valor probatorio de
conformidad con los artículos 437 fracción il, 4g0, y 4g1 del
código Procesar oivir der Estado de Moreros, apricado
complementariamenlte a la Ley de la materia, por lo que en razon
de ello, se obtiene, gue se verificó er urtimo pago der sarario ael demandante hasta el día quince oe agosto de dos mil

Diario:

(salarírc diario)
.20 (días) =

anual) *14 (años
de senricio) =

por año) t1Z
(meses)=

2
(mes de
servicio) =

$
(indemnización
por año) 112

(meses) /30=
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veintiuno, en consecuencia, la condena de salarios deberá

comprender a partir de esa fecha.

Por lo que se condena a las autoridades demandadas al

pago de la cantidad por concepto de salarios que dejo de percibir

el demandante a partir del quince de agosto de dos mil
veintiuno al treinta de septiembre de dos mil veintidós, a un

total de trece m v ouince clías de salario a razón de

    ) mensuales, lo

que da un total de condena por la cantidad de 
      , cantidad

liquida que, salvo error u omisión de carácter aritmético, deberá
cfualizarse hasta en tanto la autoridad demandada haqa

pago total de lo condenando en la presente sentencia. Lo

anterior con fundamento en lo dispuesto por el segundo párrafo

del artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos. Tiene aplicación en el caso la tesis de jurisprudencia del

siguiente rubro y texto2s:

ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL
ESTADO DE MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL
PAGO DE tOS SALAR/OS CAIDOS O DE LA
RETRIBUCION O REMIJNERACION DIARIA
ORDINARIA ANTE LA SEPARACION, REMOCION,
CESE O BAJA INJUSTIFICADA DE AQTJÉ,LLOS,

DEBE APLICARSE LA JURISPRUDENCIA 2a'/J'
110/2012 (10a.), DE LA SEGUNDA SAIA DE LA
SUPREMÀ CONTC DE JUSTICIA DE LA NACION,
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Conforme al artículo 123, apartado B, fracción Xlll,
segundo párrafo, de ta Constitución Política de /os

Esfados IJnidos Mexicanos, los agentes del Ministerio

P(tblico, /os penTos y los miembros de las instituciones
poticiates de la Federación, de las entidades federativas
y de tos Municipios, podrán ser separados de sus

cargos si no cumplen con /os requr'sltos que /as /eyes

vigentes, en el momento del acto, señalen para

permanecer en dichas instituciones, o removidos por
incurrir en responsabitidad en el desempeño de sus

funciones; y que si la autoridad iurisdiccional resolviere
que la separación, remoción, baia, cese o cualquier otra

forma de terminaciÓn det servicio fue iniustificada, el

Estado sólo estará obtigado a pagar la indemnizacion y
demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en

ning(tn caso proceda su reincorporacion al servicio,
cualquiera que sea el resultado del iuicio o medio de

2E Instancia: Pleno de Ci¡cuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judiciai de la Federación,

Décima Época. Libro 39, Febrero de2017 (3 Tomos). Pâg, 1124. Tesis de Jurisprudencia.
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defensa'que se hubiere promavido. Al respecto, de una
interpretacion de los artículos 6g y 105'de la Ley del
Sisfema de Seguridad pública del Estado de Moíelos,
pudiera concluirse que debe aplicarse el diverso 4d,
fraccion Xlv, de ra Ley der servicia civir de la entidaJ,
e,l cual \imita el pago por cancepto de sararias caídos á
6 mesesi con motivo de ra separación injustificada de un
trabajador al seruicio del Estado -disþosición que fue
declarada c:onstitucional por ta Segunda Sala en lajurisprudencia Za./J.,19/2014 (10a-.)-; sin embargò,
considercndo que la legislación espei,cial aplicabb (ey
del Srs/em a de Seguridad púbtica dei Estado' i"
Morelos), no es suficiente ni armóniça con ta
constitución y con ros criterios jurisprudenciares que ra
interpretan, y con la finatidad de no reatizai una
interpretació'n que pudiera resurtar restrictiva de
derecho,s reconocidos.por !a Ley Suprema, se concluye
que para cuantificar el pago de /os sa/arios caídos y dela retribucion o remuneiación diaria ordinaria aá øs
elem.ent<>s de seguridad púbtica del Estado de Moretoi,resulta aplicable el criterio contenido en tajurisprudìencia 2a./J. 110/2012 (10a.) de Ia Segunla
Sala del Alto Tribunal, en la cua! sé sosfien e Çue elelunclado "y demás prestaciones a que tenga
derecho", contenido en el precepto constitucioãat
lt1dido, vigente a partir de la refarma pubticada en el
Diario oficial de ra Federación er 1g de junio de zotoa,
forma parte de la obtigación resarcitor¡a det Estado ydebe interpretarse como el deber de pagar É
remuneracion diaria ordinaria, así como los ben-eficÌos,recompensas, estipendios, âs ignacÌonesi,
gra.tificaciones, premios, retribuciones, subitencionei,
haberes, dt'efas, compensaciones o cuatquier otó
concepto que percibía eltrabajador por la pre'stación de
sus seryrbios, desde que se concretó su separación,
remocian, baja, cese o cualquier atra iorma d;
term.inación injustificada del servicio y hasta qu" i"realice el pago correspondiente; iriterio qúe fue
corroborado por la propia Segunda Sata a! ,rråfu"r, ài
sesrón de 16 de mano de 2b16, el amparo directo en
revisión 5428/2015. por tanto, mientras no se emita la
norma.tiv¿t local que reglamente el tema tratado, el
ref7.rid9 criterio jurisprudenciat continuará sie,ndo
aplicable."

con respecto a ras prestaciones recramadas en er
inciso a) 3 y 4, consistente en er pago de ras prestaciones de
aguinaldo, vacaciones y prima vacacional.

Al tomar en cuenta gue er demandante soricitó com oprestación la reinstalación en
improcedente por así disponerlo
Estados Unidos Me¡xicanos en

el cargo, lo cual resultó
la Constitución política de los
su artículo 123 apartado B
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fracción Xlll, en la que además se determina que cuando la

autoridad jurisdiccional resolviere que la separaciÓn, remociÓn,

baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue

injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la

indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho

conforme a las leyes en materia de seguridad pública, pero en

ningún caso procede su reincorporación al servicio; en ese tenor

y atendiendo al contenido de la tesis de jurisprudencia del

siguiente rubro: "ELEMENTos DE SEGURIDAD PÚBLlcA DEL

ESTADO DE MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL PAGO DE LOS

SALARTOS CAíDOS O DE LA RETRIBUcIÓt't O REMUNERACIÓN DIARIA

ORDINARIA ANTE LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, CESE O BAJA

INJUSTIFICADA DE AQUÉLLOS, DEBE APLICARSE LA

JURTSPRUDENCIA 2a.tJ.11012012(10a.), DE LA SEGUNDA SALA DE LA

SUPREMA çORTE DE JUSTIçIA DE LA NAclÓN2e."; que establece

que la obligación resarcitoria debe interpretarse como el deber

de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los

beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones'
gratificacionesn prem¡os, retribuciones, subvenciones,
haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto
que percibía el trabajador por la prestación de sus servicios,
desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese

o cualquier otra forma de terminación injustificada del

servicio y hasta que se realice el pago correspondiente;
resulta procedente condenar a la autoridad demandada al pago

de las prestaciones que percibía el demandante por la prestaciÓn

de sus servicios como lo son el pago de aguinaldo, vacaciones y

prima vacacional.

En ese tenor, es procedente condenar a la autoridad

demandada a pagar al demandante el aguinaldo, vacaciones
y prima vacacional, de conformidad con la Ley del Servicio Civil

del Estado de Morelos3o, que establece en sus artículos 33, 34,

42, primer párrafo y 45 fracciÓn XlV, lo siguiente:

"Artículo 33.- Los trabaiadores que tengan más de sers

/neses de servicios in-interrumpidos disfrutarán de dos
períodos anuales de vacaciones de diez días hábiles cada
¿tno, en /as fechas en que se seña/en para ese efecto, pero
en toda caso se deiarán guardias para la tramitaciÓn de /os

2e lnstancia: Pleno de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época.

Libro 39, Febrero de 2017 (3 Tomos). Pâ9. 1124. Tesis de Jurisprudencia.

30 Aplicable de conformidad con el artículo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de

Morelos.
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asunÍos urgentes, para las que se utilizarán de preferencia
los servicios de quienes no tienen derecho a vacaciones.

Cua.ndo ttn trabajador, por necesidades del servicio, na
pttdiere hacer uso de las vacaciones en los períodos
señalado:;, disfrutará de ellas durante /os A'¡e, días
siguientes a la fecha en que haya cesado la causu qr"
impedía el goce de ese derecho;-si erto no fuere posibre et
trabajador podrá optar entre disfrutarlas con paiterioridad
o recibir e>l pago en numerario. Nunca podrátn acumularse
dos o más períodos vacacionales para su disfrute.

Arúículo 34.- Los trabajadores tÌenen derecho a una prima
na menor del veinticinco por ciento soöre /os sa/aríos
que les correspondan durante el período vacacional.

Artículo 4.2.- Los trabajadores a/ servrbr'o del Gobierno del
Estado o de /os Municipias, tendrán derecho a unaguinaldo anual de g0 días de salario. EI aguinalAo
estará connpreindido en er presupuesfo anuaroe elresàs y
s.e_plgaf en das partes iguales, la primera a maslardar et
1 
.5 .de diciembre y ra segunda a más tardar er 15 de enero

del año siguiente. Aquéilos que hubieren raborado unaparte del año, tendrán derecho a recibir ta parte
proporcianal de acuerdo con el tiempo laborada.,, '

Artículo 45.' Los poderes der Estado y ros Municipios
e_stán obligados con sus trabajadores a:tl
XIV.- De acuerda con la partida que en el presupuesfo de
egresos se haya fijado para tal efecto, cubrir la
indemnizat:ión por separación injustificada, cuando loi
trabajadores de Öase hayan optado por ella y pagar r, ,nà
sola exhibición, ros sa/ar¡bs caídos'que nunca þodran ser
superiores a seis rneses, prima vacacional, aguinaldos y
demás prestaciones que estabrezca er raudo {efinitivo.

(Lo resaltarJo es de este Tribunal)

De lo antes e:<puesto se advierte que ra Ley der servicio
civil en su artículo í]3, establece el derecho al disfrute de dos
periodos anuales cle vacaciones de diez días hábiles cada
uno; en el artículo 34, establece el derecho a una prima
vacqcional no menor del veinticinco por ciento sobre los
salarios que res correspondan durante er periodo
vacacional; y en su articuto 42, contempla el de¡.echo a un
aquinaldo anual de noventa días de salario; siendo éstas las
prestaciones mínimo legares, motivo por el cual la cuantificación
de las prestaciones que nos ocupan se harán a razon de lo
previsto en el referido precepto normativo.
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En ese contexto, la demandada deberá pagar al actor por

concepto de vacaciones v prima vacacional a partir del primer
periodo del año dos mil veintiuno, que al día treinta de

septiembre de dos mil veintidós, asciende a un total de treé
periodos y el proporcional correspondiente al año dos mil

veintidós, por la cantidad de   
      , la que se

obtiene después de realizar las siguientes operaciones

aritméticas:

Así también la demandada deberá pagar al actor por

concepto de aquinaldo correspondiente del año dos mil

veintiuno, y que a la fecha del treinta de septiembre de dos mil

veintidós, asciende a un año y nueve meses, por la cantidad total

de       

) la que se obtiene después de realizar las siguientes

operaciones aritméticas :
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(prima vacacional) =

10 (días de vacaciones por
año que equivalen a un
periodo) . (salario

 
 (vacaciones por

).3(Periodos)=

iente a los meses

Julio, Agosto y

ptiembre:

10 (días de vacaciones Por
año que equivalen a un
periodo) " (qalario

 
 (vacaciones Por

riodo) I 12 (meses)

Total= 

2022roporcional
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ario) = (aguinaldo anual) " 1

ldo anual) / 12 (meses)
inaldo por mes) " g

días de aguinaldo *  (salario

años) =

L"" pr""t""üong* de 
"guinardo. 

ug""qion"" u prir"

preceptos 3.3. 34. 42. primer;párrafo v 45 fraeción XlV, de la
¡os. h"sta 

"" ta"t"

Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el segundo
párrafo del artÍculo 8g de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos. Tiene aplicación en el caso la tesis de
jurisprudencia del sirguiente rubro3l: ,,ELEMENTos 

DE
SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE MORELOS. PARA
CUANTIFICAR EL PAGO DE LOS SALARIOS CAíDOS O DE
LA RETRIBUCIÓN O REMUNERACIÓN DNRN ORDINARIA
ANTE LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, CESE O BAJA
INJUSTIFICADA DE AQUÉLLOS, DEBE APLICARSE LA
JURISPRUDENC|A Za.tJ. 110t2a12 (0a.1, DE LA sEcuNDA
SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA
NACIÓN."

En relación a la prestación reclamada en el inciso a) 5,
relativa al pago de la prima de antigriedad.

Es procedente, toda vez ra prima de antigüedad es una
prestación que reconoce el esfuerzo y colaboración del servidor
público durante la relación, en este caso, administrativa, que

31 lnstancia: Pleno de circuito' Fuente: Gaceta del semanario Judicial de la Federación, Décima ÉpocaLibro 39, Febrero de 2017 (3 Tomos). pá)g. 1124. Tesis de Jurísprudencia.
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tiene como presupuesto para su pago, la terminaciÓn del vínculo

laboral, por ende, dicha prestaciÓn no es dable de prolongarse

más allá de la terminación de la relaciÓn administrativa.

En consecuencia, es procedente el pago de la prima de

antigüedad solo por el tiempo efectivamente laborado.

El artículo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública

del Estado de Morelos, establece que las lnstituciones de

Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones

previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del

estado de Morelos y generarán de acuerdo a sus necesidades y

con cargo a SuS presupuestos, una normatividad de régimen

complementario de seguridad social y reconocimientos, de

conformidad con lo previsto en el artículo 123, apartado B,

fracción Xlll, tercer párrafo, de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.

Las prestaciones previstas como mínimas para los

trabajadores al servicio del estado de Morelos, se encuentran

previstas en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos; esto

en términos de lo establecido por el artículo 1" de esta Ley que

determina que esa Ley es de observancia general y obligatoria

para el gobierno estataf y los municipios del Estado de Morelos y

tiene por objeto determinar los derechos y obligaciones de los

trabajadores a su servicio.

El artículo 46 de este último ordenamiento legal establece

"Artículo 46.- Los trabaiadores suiefos a la presente Ley,

tienen derecho a una prima de antigüedad, de

conformidad con las normas sþuienfes:

t.- La prima de antigüedad consistirá en el importe de

doce días de salario por cada año de seruicios;

tt.- La cantidad gue se tome como base para el pago de

la prima de antigüedad no podrá ser inferior al salario

mínimo, siel salaria que percibe eltrabaiador excede del

doble del satario mínimo, se cons/derará esta cantidad

como salario máximo;

ttt.- La prima de antigüedad se pagará a los trabaiadores

que se separen voluntariamente de su empleo, siempre

que hayan cumplido quince años de servicios por Io

menos. Asimismo, se pagará a los que se separen por

causa justificada y a los que sean separados de su
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trabajo independientemente de Ia justificacion o
injustificacion de la terminación de /os efectos der
nombramÌento; y
lV.- En caso de muerte det trabajador, cualquiera gue sea
su antigüedad, la prima gue corresponda se pagará a las
personas q ue dependían economicamente det trabajador
fallecido."

El artículo transcrito señala que los trabajadores tienen
derecho a una prima de antigüedad por el importe de 12días de
salario por cada año de servicios prestados, que se pagará a
los trabajadores que se separen voluntariamente de su emplee,
siempre que hayan cumprido quince años de servicios por ro
menos. Asimismo, se pagará a los que se separen por causa
justificada y a ros que sean separados de su trabajo
independientemente de ra justificación o injustificación de ra
terminación de los efectos del nombramiento.

Acreditada la ilegalidad de la remoción del actor de su
servicio, es procedente er pago de ra prima de antigüedad, por
Io que debe hacerse el cálculo correspondiente en términos de la
fracción ll del artícuro 46 de la Ley del servicio civil der Estado
de Morelos, de ahÍ que el cálcuto de la prima de antigüedad se
hace en base a dos sararios mínimos generates que se
encontraba vigente en la fecha que se terminó la relación
administrativa, esto es, el día diecinueve de septiembre de dos
mil veintiuno.

A lo anterror es apricabre er siguiente criterio
jurisprudencial, que no obstante ser en materia laboral, orienta la
presente resolución:

"pRtMA DE ANTTGüeoeo. su MoNTCI DEBE
DETERM.INARSE co^/ B.AsE EN EL snumo ouÈpencnie EL TRAlA.tepon-et-lÉn¡wuo DE LAnetecrc¡t LABORAL.
En a.tención a que la prima de antigüedad es unaprestación laborat que tiene como þresupuesto ta
terminación de Ia relación de trabajo y'et deiecho a s(t
otorgamiento nace una vez que 

-ha 
concluido el

u-ínculo laboral, en términos de /os aftículos 162,
fraccion ll, 485 y 486 de ta Ley Federal delTrab,ajo, lu
monto debe determinarse con óase en el salario'que
percibía el trabajador al terminar la relacion Iabarat'jor
renuncia, muerte, incapacidad o jubitac;ión, cuyo t¡mne

58



AruI TJA T J A/ 4A S E RA/ J RAE M - O 6 6/ 20 2 1

supenor sera

(El énfasis es nuestro)

Se tiene que, el actor percibía como remuneracion

ordinaria diaria la cantidad de   
  

El salario mínimo general que regía en el Estado de

Morelos el día diecinueve de septiembre de dos mil veintiuno,
to era de      

)t', que, multiplicado por dos, nos da  
   

De las operaciones matemáticas realizadas anteriormente,

se tiene que la remuneraciÓn econÓmica diaria que percibía el

actor es de     mientras

que el doble del salario mínimo vigente el diez de julio de dos mil

diecinueve, lo era de    
   atento a lo anterior, se concluye que como

la remuneración económica diaria que percibía el demandante es

superior al doble del salario mínimo general vigente en el Estado

de Morelos, se debe tomar como base para el cómputo de esta

prestación la cantidad de    

  , en términos de lo establecido en Ia fracción

ll del artículo 46 de la Ley del Servicio Civil del Estado de

Morelos.

Debiérrdose pagar la prima de antigüedad desde el dos de

iulio de dos mil siete al diecinueve de septiembre de dos mil

veintiuno, fecha en la que culminó la relación administrativa;

esto atendiendo a que la prima de antigüedad es una prestaciÓn

35 Contradicción de tesis 35312010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del

Décimo Octavo Circuito, Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Séptimo en Materia.de

Trabajo dei Primer Ci¡cuito, el entonces Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito,

actuaiprimero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del

euinto Circuito, actual Primero en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, el Quinto en Materia

dì trabajo del Þrimer Circuito y el entonces Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual

primero äel Décimo Quinto Ciicuito. l6 de febrero de 20i1. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador

Aguirre Anguiano. Secìeta¡ia: Amalia Tecona Silva. Tesis de jurispruden cia 4812011. Aprobada por la

SËlunda SJa de este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil once. Novena Epoca.

R.!irt,o, 162319.Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial cle la Federación

y ri Gu..tu. XXXIII, abril de 201 1, Materia(s): Laboral Tesis: 2a./J. 4812011 Página: 518
i6https://www.gob.mx/cms/uploads/attachm entlfilel602096lTabla-de-salarios-m-nimos-vigente-aj
artir_de 2021.pdf
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que se otorga por cada año de servicios pres,tados (o su parte
proporcional del año que haya prestado sus servicios).

De lo que se sigue que ra prima de antigüedad a que tiene
derecho el actor es de catorce años, dos meses y diecisiete
días de servicio. Realizando la operación que se indica a
continuación se concluye que la parte demandada deberá
pagar a la actora lla cantidad de   

    por concepto de prima
de antigüedad por todo er tiempo que duró ra reración
administrativa:

Tocante a la prestación reclarnada en el inciso A) 6 y
A) 7, consistente en el pago o la exhibicién de las
constancias del lMss y AFORES, es procedente.

Primeramente, se precísa que ra Ley de prestaciones
de seguridad social de las lnstituciones policiales y de
Procuración de JustÍcia del sistema Estatal de seguridad
Pública, fue publicada el día veintiuno de enero del dos mil
catorce e inició su vigencia el día veintitrés del mismo
mes y año en cita.

Misma que estabrece que ros miembros de ras
lnstituciones Policiares y de procuración de Justicia, se les
otorgará la prestación consistente en la afiliación a un

 

 
 

 
 

 
 

1

or días )
ma de antigüedad total:Pri

  

 

14 años
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sistema principal de Seguridad Social; siendo clara en

disponer que ésta será ante el lnstituto Mexicano del Seguro

Social o el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado; ello con el fin de garanlizarles el

derecho a la salud, la asistencia médica, los servicios

sociales, así como el otorgamiento de pensiones, previo

cumplimiento de los requisitos legales.

En relación a lo anterior, cabe destacar que el hecho

de que no se hayan realizado los convenios respectivos, no

es responsabilidad del actor y por lo cual no puede ser

afectado por una omisión de las demandadas.

Por lo tanto, es procedente que las autoridades

demandadas, exhiban las constancias relativas al pago de

sus apodaciones al INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO

SOCIAL y ADMINISTRADORA DE FONDOS PARA EL

RETIRO (AFORE), ya que no exhibieron estas constancias;

y en caso de que no hayan dado de alta al hoy actor, se les

condena al pago de esta prestaciÓn a parlir del día veintitrés

de enero de dos mil quince, y hasta la fecha en que fue

separado el actor de su cargo. Esto con fundamento en lo

dispuesto por el Artículo Transitorio Novenoao, de la Ley de

Prestaciones de Seguridad Social de las lnstituciones

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal

de Seguridad Pública, publicado en el PeriÓdico Oficial

"Tierra y Libertad", número 5158, de fecha 22 de enero del

2014.

Finalmente, de conformidad con el artículo 89 párrafo

segundo de la Ley de la materia, resulta procedente

condenar a las autoridades demandadas a inscribir la
presente resolución que declara la ilegalidad de la remociÓn

dEI dEMANdANtE   , EN CI

registro que a este le correspondió, ante el Registro Nacional

de Personal de Seguridad Pública, de conformidad con el

44 NOVENO. En un plazo que no excederá de un año, contado a partir de la entrada en vigencia

de la presente Ley, iin exCepción, las Instituciones Obligadas deberán tener a la totaiidad de

sus eîementos de Seguridaã P,ibli.u y/o Procuración de Justicia, inscritos en el Instiluto

Mexicano del Segurõ Social o el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado.
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artículo 122 de la Ley General del sistema Nacional de
seguridad Pública, pues solo así se restituirá al actor en el
goce de los derechos que re hubieren sido indebidamente
afectados o desconocidos.

Resulta aplicable la tesis federal que se insefta a
continuación en rulbro y texto:

.sEGrJRtDAo púeuce. ANTE LA lwpostBILIDAD
DE RE'A/STALAR A ¿OS MIEMBROS DE ESE TIPO
DE coaponActoves, ¡si cowo DE supRtMIRLA tuscntpctou DE su sepenÃctín öËt
REG/STRO NACIONAI CORRES PONDIENTE, SE
DEBE CONSIDERAR QUE LA SENTENCIA'QTTEorctano NJusrrFttcepn rÀr - oËcñoñc,oNsrrruyE, poq sí UNA FIRMA DE
REPARACIONOU.
De la interpretacion det artícuro 60 y demás rerativos
þ la Ley,General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, se deduce que no es procedente sufrimii ø
inscripción de ra separación de un agente der'Registro
Nacional de personal de las lnstituc¡oneð de
Seguridad Pública, sino que únicamente se deóe
asentar que la decisión fue considerada ilegal. No
obstante, la existencia de un registro en elqueíe naga
constar que una persona fue separada de ,u ,rr{o,por no acreditar una evaluación de control 

-de

confianzet, necesariamente incide en bienes jurídicos
relevantes como el. honor y la buena fama; con mayor
razón, si la decisión de mérito fue declarada nula'de
manera absoluta y, aun asi, subsiste Ia inscripción
correspondiente. por esa razón, se deóe tom'ar en
cuenta que la CorTe lnteramericana de Derechos
Humanos' ha sostenido, en diversos casos, que las
sentencias constituyen, par s4 una forma de
reparación, adicional a tas distintas medidas gue se
ordenen en beneficio de ta parte favorecida. Esecriterio implica el reconocimienta de que /as
sentencias no solamente exponen et sentida en que
debe culrninar una contienda, pues si bien es c¡ertoque su efecto inmediato es dar solución a la
controversia, tambÌén lo es que constituyen una
declaraci(¡n jurisdiccionar sobre ra regutaiidad der
actuar del Estado. Lo anteriar también es aplicable a
los juicios en materia administrativa, ya que guardan
coincidencia can aquéilos en el sent¡do dã que eljuzgador debe analizar si /as determinaciones
adoptada:; por algún órgano de gobierno vulneraron
las derecftos de un pañiòutar. Entlonces, si ese tipa de

o5 Época: Décima Época. Registro: 2008925. lnstancia: Tribunales colegiados de circuíto. ïipo de TesisAislada Fuente: Gaceta deisenlanario ¡ro¡.irl åË la Federación Libro 17, Abril de 2015, Tomo tiMateria(s): Constitucionat. Tesis: t.1o.A.9lÃ iiOr.iÞeSina: .1840.
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resoluc¡ones, a/ causar estado, se conv¡erten en la
verdad legal, de modo que su contenido no puede ser
invalidado, resulta que, en relación con la afectación
psíquica y social que resintió el iusticiable, el fallo
constituye un verdadero reconocimiento, firme e

inmutable, de que la remoción de su cargo fue ilegal,
mientras que el registro de esa decisión só/o es
suscepfib/e de entenderse como un aspecto
meramente histórico que se conseNa por razones
instrumentales, y que de ningún modo acredita ni
determina la veracidad de las supuesfas anomalías
que dieron lugar a la separación del elemento
policiaco."

Tocante a la prestaciÓn reclamada en el inciso A) 8,

consistente en el pago o la exhibición de las aportaciones al

INSTITUTO DE CRÉDITO DE LOS TRABAJADORES AL

SERVICIO DEL ESTADO DE MORELOS (ICTSGEM)' es

procedente.

Ahora bien, se precisa que el derecho del actor para

disfrutar de los servicios que brinda el lnstituto de Crédito para

los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado de Morelos

(ICTSGEM), entró en vigor a partir del primer día de enero del

año dos mil qu¡nce, de conformidad con lo referido en el

Transitorio Segundoao de la Ley de Prestaciones de Seguridad

Social de las lnstituciones Policiales y de Procuración de Justicia

del sistema Estatal de seguridad Pública, de modo que,

supliendo la deficiencia en el planteamiento de la queja, a partir

de entonces debe realizarse la condena'

En consecuencia, se condena a las autoridades

demandadas para que exhiban las constancias de las

aportaciones retenidas a la demandante, y, enteradas al

tNSTtTUTo DE cRÉDlTo DE LOS TRABAJADoRES AL

SERVICIO DEL ESTADO DE MORELOS, a partir del uno de

enero de dos mil quince; hasta el día quince de agosto de dos

mil veintiuno; y, en el caso de que no las hubieren realizado

deberán hacer el pago correspondiente, únicamente por el

periodo referido.

IX. EFECTOS DE LA SENTENCIA

.8 .SEGUNDO. Las prestaciones contempladas en los artículos 27, 28,29, 30, 31,

32,34 y 35, entrarån en vigencia a partir del primer día de enero del año 2015'

Oe¡¡endo realizarse las frevisiones presupuestales correspondientes en el

Presupuesto de Egresos, para dicho Ejercicio Fiscal."

TRIBUNAI DE JUSTICIAADMINISTRAÏIVA

DEL ESTADO DE MORELOS
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Dada la ilegalidad de la remoción, de conformidad con lo
anterior, se conclena a las autoridades demandadas al
cumplimiento de las prestaciones a favor del demandante

  , consistentes en:

a) El pago de la indemnización constitucionar por ra
cantidad de     

   por concepto de tres meses de
salario

b) El pago de ra indemnización constitucionar
consistenter en el pago de veinte días por cada año de
seryicio, por la cantidad de 

     
 

c) El pago de sararios que dejó de percibir er demandante
a pantir del quince de agosto de dos mil veintiuno al
treinta de septiembre de dos mil veintidós, a un total
de       

  , cantidad liquida que, salvo error u
omisión de carácter aritmético, ac alizarse
has nta laa rida deman dah a paqo
total de lo aondenando en la orese nte sen cta

d) El pago del aguinaldo correspondiente a al año dos mil
veintiuno y ¡oarte proporcional der año dos mil veintidós,
por la cantidad de     

sentencia.

e) El pago de las vacaciones y prima vacacionar a partir
del primer ¡reriodo del año dos mil veintiuno, al día
treinta de septiembre de dos mir veintidós, por ra
cantidad de    
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f) El pago de la prima de antigüedad por la cantidad de

     
   portodo el tiempo que

duró la relación administrativa.

g) Se condena a las autoridades demandadas para que

exhiban las constancias relativas al pago de sus

aportaciones al INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO

SOCIAL y ADMINISTRADORA DE FONDOS PARA EL

RETIRO (AFORE), ya que no exhibieron estas

constancias; y en caso de que no hayan dado de alta al

hoy actor, se les condena al pago de esta prestación a
partir del día veintitrés de enero de dos mil quince, y

hasta el diecinueve de septiembre de dos mil veintiuno,

fecha en que fue separado el actor de su cargo.

h) Se condena a las autoridades demandadas para que

exhiban las constancias de las aportaciones retenidas al

demandante, y, enteradas al INSTITUTO DE CRÉDITO

DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL

ESTADO DE MORËIOS, a partir del uno de enero de

dos mil quince; hasta el día quince de agosto de dos

mil veintiuno; v. en el caso de que no las hubieren

real izado deberán ha el naoo correspondiente,
únicamente oor el oeriodo referido

¡) Se condena a las autoridades demandadas a inscribir la

presente resoluciÓn que declara la ilegalidad de la

remoción del demandante  

 en el registro que a este le correspondiÓ, ante

el Registro Nacional de Personal de seguridad Pública,

de conformidad con el artículo 122 de la Ley General del

Sistema Nacional de Seguridad Pública, pues solo así

se restituirâ al actor en el goce de los derechos que le

hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos.

En el cumplimiento de la condena las autoridades

demandadas deberán exhibir los comprobantes fiscales digítales

por internet (CFDI) que contengan el desglose de las cantidades,

prestaciones y deducciones legales, es decir, conforme a la

TRIBUNA DE JUSTICIAADMINISTRATVA

DELESTADODE MORELOS
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obligación que asiste a la autoridad demandada por las normas
fiscales

Lo que deberán hacer en el término improrrogable de DIEZ
oÍns contados a partir de que cause ejecutoria la presente
resolución e informar dentro del mismo término su cumplimiento
a la cuarta sala Especiarizada en Responsabilidades
Administrativas de este Tribunal, apercibiéndoles que en caso de
no hacerlo se procederá en su contra conforme a lo establecido
en los artículos g0 y g1 de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.

A dicha observancia están obligadas las autoridades, que
aún y cuando no han sido demandadas en el presente juicio, por
sus funciones deban intervenir en el curnplimiento de esta
sentencia. Lo anterior, con apoyo en la tesis de jurÍsprudencia
sustentada por la pnimera sala de la suprema corle de Justicia
de la Nación, de rub,ro y texto siguientes:

"AUToRIDADES 
^/o 

señeteoes cowo
RESPO^ISABLES. esre¡'t OBL!ãADAS A
REALTZAR tos ,Acros /vEcEsARrOS
PARA EI. EFICAZ CIJMPLIMIENTO DE LA
EJ ECUTORI A D E AMPARO.17
Aun cuando las autoridades no hayan sido
designadas como responsab/es en el juicio
de garanl'ías, pero en razón de sus func'iones
deban tener intervención en el cumptimiento
de la ejecutoria de amparo, están obligadas a
realizar, dentro de /os límites 

-de 
su

competencia, todas /os acfos necesarios para
el acatamiento íntegro y fiel de dicha
sentencia pratectara, y para que logre
vigencia real y eficacia práctica.,,

Por lo expuesto y fundado, este Tribunal

RESUELVE

PRIMERO. Este Tribunar preno es competente para
conocer y resolver el presente asunto de conformidad con los
razonamientos vertidos en el primer punto de las razones y
fundamentos de la presente resolución.

aTNo Registro: 172,60s. Jurisprucrencia,.Materia(s): común, l_gyqr Época, rnstancia: primera sara,
Fäliï f;¡anario 

Judicial de ia Federaóión v .uìã'.etr, romo XXV n¡rvå ã" åooz, res¡s: r a.rjlirzooi,
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SEGUNDO. Se declara la nulidad lisa y llana del acto

impugnado.

TERCERO. Se condena a las autoridades demandadas al

cumplimiento de las prestaciones señaladas en el apartado

considerativo Vlll de esta resoluciÓn. Lo que deberán hacer en el

término improrrogable de DIEZ DíAS contados a partir de que

cause ejecutoria la..presente resoluciÓn e informar dentro del

mismo término su cutnPl

en Responsabilidades

iento a la Cuarta Sala Especializada
Administrativas de este Tribunal,

apercibiéndoles
contra conforme

quç en so de no hacerlo se procederá en su

los 90 y 91 de la

Justicia Admini sta orelos.
"oæ¡S

dô

CUARTO. En su portunidad archívese el presente asunto

como total y definit concluido

NOÏFíQUESE rsonalmente al actor; por oficio a las

autoridades responsables.

Así por unanimidad de v.otos Io resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente JOAQUíru nOOUe

GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativasas; Licenciado MARIO

CÓmeZ LOPÊ1, Secretario de Estudio y Cuenta, habilitado en

funciones de Magistrado de la Primera Sala de lnstrucción, en

términos del artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, y al acuerdo

PTJAI2312O22, aprobado en la SesiÓn Extraordinaria número

trece de fecha veintiuno de Junio de dos mil veintidÓs;

Magistrado Licenciado en Derecho GUTLLERMO ARROYO

CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción; Licenciada

HILDA MENDOZA CAPETILLO, Secretaria de Acuerdos
habilitada, en suplencia por ausencia del Magistrado Titular
de la Tercera Sala de lnstrucción del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelosas; y, Magistrado
Licenciado en Derecho MANUEL GARCíA QUINTANAR,

a8 lbídem
ae Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos.

TRIBUNAL DE JUSTICIAADIVINISTRATVA

DELESTÆO DE MORELOS
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Titular de la cuarta sala Especializada en Responsabilidades
Administrativas5O, ¡oonente en el presente asunto; ante la
Licenciada ANABEL SALGADo cAPIsTRÁN, Secretaria
General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL E$TADO DE MORELOS PLENO

MAGISTRADO

E CEREZO
DE I.A QUINTA SALA ECIALIZADA EN

RESPONSABIL¡DAÐES ISTRATIVAS

MAGISTRADOer
LICENCIADO OG

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CU ILITADO EN
FUNCIONES DE IVIAGISTRADO DELAP SALA DE

INSTRUCCIÓN 5T

ii

LICENCIAD
TITULAR DE LA

RROYO CRUZ
LA DE INSTRUCCIÓN

GUIL

(

50 En términos del artículo 4 frac;ción l, en relación_con.la disposición séptima Transitoria de la Leyorgánica del rribunal de Justicia Adminisirativá ã"i ert oo de Morelos, publicacta el día i9 de julio de2017 en et Periódico Oficiat .,Tierra y linertaO;; nr:Ããrà ssl+.5r En términos del artículo 
]-o oe]a Ley orgánica del rribunal de Justicia Administrativa del Estado deMorelos, y al acuerdo PTJAt23t?.022,'.prõb.do en la Sesión Extraordinarìa número trece de fechaveintiuno de Junio de dos mil veintidós
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LICENCIADA H A MEND OZA CAPETILLO
SECRETARIA DE ACU S HABILITADA, EN SUPLENCIA

POR AUSENCIA DE MAGISTRADO TITULAR DE LA
TERcERA sALA DE tNsTRucclÓtt DEL TRIBUNAL DE

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOSs2

LIC. EN D. MAN EL cARcía outrurANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABI LI DADES ADMINISTRATIVAS

ARIA ruenÀL DE AcuERDos

LICENCIADA LGADo cnplsrnÁr,l

La Licenciada ANABEL fnÁ¡¡, Secretaria General de Acuerdos,
e rmas a la resolución emitida por este Tribunal

o de Morelos, en el expediente número

TJA/4"S E RA/J RAEM.066/202 romovido por   , EN

contra del NSEJO DE RY STICIA DE LA TISCnIIR GENERAL DEL ESTADO

DE ;mi fue apro en sesión de Pleno del día 05 de octubre de dos mil

52 Con fundamento en lo dispuesto por el articulo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos

TRIBUNAT DE JUSlICIAADMINISTRATVA

DEL ESTADO DE MORELOS
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CERTIFICA: la presente hoja d

de Justicia Administrativa
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General 
de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción 
XXI, 68 fracción IV, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 Y 167 
de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Morelos, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos 
normativos ".




